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Dentro de nuestro país contamos con empresas públicas, que son entidades 
creadas por el Estado para diferentes fines, uno de ellos es la prestación de 
servicios públicos; en el caso particular de Cuenca, la empresa pública ETAPA 
EP, es la encargada de la prestación de servicios de telecomunicaciones, agua 
potable, alcantarillado y gestión ambiental.   
 
Ahora bien, los Municipios constitucionalmente cuentan con autonomía 
financiera para generar y administrar sus propios recursos. Los tributos 
municipales son parte de estos recursos, de acuerdo a lo manifestado se 
puede colegir que el Municipio de Cuenca está facultado para crear sus propios 
tributos, como manifestación de la autonomía que se le reconoce; sin embargo 
no significa que las empresas publicas cuenten con la misma facultad. 
 
Por ello con el presente trabajo monográfico, pretendo realizar un análisis a la 
luz de la Constitución de la Republica, la ley y la doctrina, para dar a conocer el 
marco de actuación de las empresas públicas, en lo concerniente a la creación, 
modificación y extinción de tributos, y con ello determinar la legalidad de la 
modificación de la tarifa de agua potable y saneamiento en la ciudad de 
Cuenca, realizada en el mes de abril por parte del directorio de la empresa 
pública ETAPA. 
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Within our country we have public companies, which are entities created by the 
State for different fines, one of them is the provision of public services; In the 
particular case of Cuenca, the public company ETAPA EP is in charge of 
providing telecommunications services, potable water, sewerage and 
environmental management. 
 
However, the municipalities constitutionally have the financial autonomy to 
generate and manage their own resources. The municipal taxes are part of 
these resources, according to what has been stated it can be concluded that the 
Municipality of Cuenca has the power to create its own taxes, as a 
manifestation of the autonomy that is recognized; However, it does not matter 
that public companies have the same faculty. 
 
Therefore, with this monographic work, I intend to carry out an analysis in the 
light of the Constitution of the Republic, the law and the doctrine, in order to 
publicize the framework of action of public companies, regarding the creation, 
modification And Extinction of taxes, and with that to determine the legality of 
the modification of the tariff of drinking water and the sanitation in the city of 
Cuenca, carried out in April by the part of the board of the public company 
ETAPA. 
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Las empresas públicas, en la actualidad juegan un rol preponderante en el 
cumplimiento de los fines del estado; como para la gestión de sectores 
estratégicos, la prestación de servicios públicos, el aprovechamiento 
sustentable de recursos naturales o de bienes públicos y el desarrollo de otras 
actividades económicas. La producción de bienes y servicios, el suministro de 
servicios públicos estratégicos como la energía y telecomunicaciones, el 
manejo de sectores estratégicos, entre otros. En el caso particular de Cuenca, 
contamos con empresas municipales como EMUCE EP, EMURPLAG EP, 
EDEC EP, FARMASOL, ETAPA EP, entre otras. 
Ahora bien dentro de las atribuciones que se les otorga es indispensable 
delimitar su marco de actuación en los aspectos tributarios, puesto que es 
posible que caigan en confusión, por tal razón el presente trabajo investigativo 
abordará de manera sistemática la potestad tributaria, en tres capítulos 
estratégicamente distribuidos. Partiendo desde aspectos generales, como son: 
los tributos, la descentralización y la autonomía, situaciones que resultan 
indispensables tratar, para que pueda ser entendida la potestad tributaria, pues 
la misma como se fundamentará en las siguientes líneas, hoy por hoy no la 
ostenta únicamente el estado central sino también los gobiernos locales, razón 
por la cual es importante precisar doctrinariamente todas estas variables; como 
la potestad tributaria originaria, derivada, la municipal propiamente dicha, 
incluyendo uno de sus límites como es el principio de reserva legal. Más 
adelante nos encontraremos con las empresas públicas,  abordando su 
naturaleza, conceptualización y sus características, tratando aquí un tema 
trascendental esto es la gestión tributaria; la cual dá apertura al análisis del 
caso de la de la modificación de la tarifa de agua potable por parte del 
Directorio de la empresa pública “ETAPA”.  
Como se puede observar el desarrollo de este trabajo investigativo parte de 
premisas generales para llegar a una conclusión particular o concreta, es decir 
se dará uso del método deductivo; cuyo objeto primordial es dilucidar la 
interrogante ¿qué atribuciones en materia tributaria tienen las empresas 
públicas, particularmente ETAPA EP a la luz de la Constitución de la Republica 
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1.1 ASPECTOS GENERALES: 
1.1.1. Los tributos y sus clases. 
Cabe partir, indicando un concepto genérico sobre los tributos, pues 
según el texto Administración y Reforma Tributaria Municipal en América 
Latina, el tributo es “la prestación pecuniaria que el Estado, ejerciendo su poder 
de imperio, exige a las personas para obtener los recursos con los cuales 
podrá cumplir sus fines” (D Alessandro, et al, 1987, p.17). A su vez es preciso 
clasificar los ingresos públicos en tres categorías: impuestos, tasas y 
contribuciones especiales.  
Los impuestos son un tipo de tributo, cuya creación se origina en una 
norma y la recauda el fisco, el mismo a pesar no contar con una 
contraprestación, imponen un pago obligatorio. Unos ejemplos de impuestos 
municipales dentro de nuestra ciudad pueden ser el Impuesto a los Predios 
Urbanos o el Impuesto Adicional a Bomberos. En cuanto a las tasas, emanan 
de una norma legal o su equivalente a nivel de gobiernos locales y se 
caracterizan primordialmente porque el estado debe brindar una 
contraprestación o actividad jurídica especifica hacia el contribuyente, en 
definitiva este tributo existe por la prestación de un servicio público que brinda 
una entidad pública que tiene suficiente autonomía administrativa y financiera. 
Ejemplos de tasa municipales dentro de nuestra ciudad pueden ser, la Tasa por 
la Prestación del Servicio de Agua Potable o la Tasa de Seguridad Ciudadana. 
Por ultimo las contribuciones especiales, son destinadas a determinadas 
personas que reciben particular ventaja económica como resultado directo de 
la ejecución de una obra pública, por ejemplo aperturas de calles, 
pavimentación, construcción de aceras, etc., la particularidad de este tributo es 
que están destinados a los particulares que se encuentren dentro de las 
correspondientes zonas de influencia de una obra pública determinada, siendo 
por tanto el hecho generador la construcción de la obra pública realizada por el 
ente público, y su costo será distribuido para los sujetos beneficiados y no entre 
toda la comunidad.  
El cobro de estos tributos van destinados a diferentes fines, en cuanto al 
primero el estado financia los fines propios en beneficio de la colectividad en 
forma general e impersonal, el segundo está destinado al financiamiento del 
servicio público, y el último no debe tener un destino ajeno a la financiación de 
las obras. (D Alessandro, et al, 1987). 
Con lo antes mencionado es fundamental dar a conocer, que dentro del 
desarrollo del presente trabajo investigativo, se va a abordar como tópico 
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fundamental, la modificación de la tarifa del servicio de agua potable, el cual 
encaja en el tipo de tributo denominado tasa, pues corresponde a la prestación 
de un servicio público que suministra el Municipio de Cuenca, a través de la 
empresa pública ETAPA. Debiendo tener en cuenta lo previsto en el Código 
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización referente 
a las tasas que creen los gobiernos autónomos descentralizados, en ejercicio 
de sus competencias, las cuales no podrán duplicarse en los respectivos 
territorios. Y que además la aplicación tributaria se guiará por los principios de 
generalidad, progresividad, eficiencia, simplicidad administrativa, 
irretroactividad, transparencia y suficiencia recaudatoria 
 
1.1.2. Descentralización administrativa y autonomía financiera 
Antes de adentrarnos en el tema central es importante abordar el 
análisis de la descentralización y autonomía financiera, para lo cual tomaré 
como referencia lo precisado por  Juan Carlos Benalcázar (2013), en su texto 
“La autonomía financiera municipal en el Ecuador, con especial referencia a los 
ingresos tributarios y a la potestad tributaria de los municipios” 
1.1.2.1. La descentralización en un estado unitario. 
De acuerdo al artículo 1 de la Constitución ecuatoriana se define al 
Ecuador como un Estado unitario que "se organiza en forma de república y se 
gobierna de manera descentralizada". 
Sin embargo el carácter de Estado unitario que tiene el Ecuador, como 
anota Julio César Trujillo (citado por Benalcázar, 2013, p.29): "[...] no es 
obstáculo para que el Ejecutivo central se despoje de ciertas y determinadas 
funciones y las encargue a entidades creadas exprofesamente para ello, como 
personas jurídicas distintas del Estado; hecho que se lo conoce como 
descentralización administrativa"  
De esta forma la descentralización, dice Efraín Pérez (citado por 
Benalcázar, 2013, p.30), consiste:  
En atribuir a personas jurídicas territoriales o funcionales, competencias que se 
atribuyen a la administración pública central, [...] lo que no obsta para que los 
órganos descentralizados tengan que actuar en cumplimiento estricto de las 
normas legales de su régimen o creación, en virtud del llamado 'principio de 
especialidad', además de las normas genéricas de derecho público aplicables a 
las entidades públicas  
 
Según el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización (COOTAD), “La descentralización de la gestión del Estado 
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consiste en la transferencia obligatoria, progresiva y definitiva de competencias, 
con los respectivos talentos humanos y recursos financieros, materiales y 
tecnológicos, desde el gobierno central hacia los gobiernos autónomos 
descentralizados.” 
En otros términos, la descentralización se puede dar en un estado 
unitario, sin que ello signifique atentar contra la naturaleza del mismo, ni 
tampoco implica la existencia de un ordenamiento jurídico distinto al que se 
establece de manera general para todo el país. A su vez, esto nos permite 
comprender que la descentralización no busca acabar o eliminar la centralidad 
estatal; o poder que tiene el Estado, sino de distribuirlo equitativa y 
democráticamente en su interior (Carrión, 2007). 
Por tanto la descentralización y autonomía en el Estado unitario se 
armonizan con su sujeción a los límites impuestos por una sola Constitución y 
dentro de los esquemas orgánicos que ella establece, los cuales conjugan la 
autonomía local con el ejercicio de la dirección política central (Benalcázar, 
2013). 
Esto significa que en nuestro país se ha implementado una nueva 
organización territorial lo cual permite también que el principio de legalidad 
tenga un  espectro más amplio. Por lo que se debe tomar en cuenta que esta 
organización consta de: regiones, provincias, cantones y parroquias, lo cual 
requiere que en la organización constitucional del Estado se contemple la 
existencia de autoridades y administraciones públicas locales que, tengan las 
suficientes atribuciones para dar oportunas y cabales soluciones a la 
ciudadanía, como conocedoras de las exigencias y necesidades particulares de 
una localidad en especial, pues muchas veces el gobierno central puede ser 
lejano -y hasta ajeno- a las problemáticas de una específica colectividad 
(Benalcázar, 2013).  De esta forma la nueva organización territorial, está 
representada por los gobiernos autónomos descentralizados pudiendo ser las  
juntas parroquiales rurales, los concejos municipales, los concejos 
metropolitanos, los consejos provinciales o los consejos regionales. 
1.1.2.2. Autonomía financiera 
Comenzaré definiendo autonomía, que según La Carta Europea de 
Autonomía Local (citado por Mogrovejo, 2010, p.47) es el “derecho y la 
capacidad efectiva de las entidades locales de ordenar y gestionar una parte 
importante de los asuntos públicos, en el marco de la ley, bajo su propia 
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Ahora bien en base a lo precisado en líneas anteriores acerca de la 
descentralización, surge la necesidad de analizar la autonomía financiera, la 
cual es indispensable para que la descentralización se materialice, pues las 
autoridades locales para atender las necesidades y requerimientos de la 
ciudadanía, necesitan de recursos propios; considerando que toda 
transferencia de competencias a los gobiernos autónomos descentralizados, se 
debe realizar con la transferencia de recursos suficientes.  A si también es 
importante referirse a nuestra carta magna, artículo 238, en la cual los 
gobiernos autónomos descentralizados gozan no solamente de autonomía 
financiera sino también política y administrativa; precisando que esta amplísima 
autonomía, de ninguna forma permitirá la desunión del territorio nacional. 
 
El artículo 5 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía 
y Descentralización, define claramente lo referente a la autonomía política y 
administrativa:  
“La autonomía política es la capacidad de cada gobierno autónomo 
descentralizado para impulsar procesos y formas, de desarrollo acordes 
a la historia, cultura y características propias de la circunscripción 
territorial. Se expresa en el pleno ejercicio de las facultades normativas y 
ejecutivas sobre las competencias de su responsabilidad; las facultades 
que de manera concurrente se vayan asumiendo; la capacidad de emitir 
políticas públicas territoriales; la elección directa que los ciudadanos 
hacen de sus autoridades mediante sufragio universal, directo y secreto; 
y, el ejercicio de la participación ciudadana.” 
Y “La autonomía administrativa consiste en el pleno ejercicio de la 
facultad de organización y de gestión de sus talentos humanos y 
recursos materiales para el ejercicio de sus competencias y 
cumplimiento de sus atribuciones, en forma directa o delegada, 
conforme a lo previsto en la Constitución y la ley.” 
 
Ahora sobre el tema específico que abordamos menciona lo siguiente:  
“La autonomía financiera se expresa en el derecho de los gobiernos 
autónomos descentralizados de recibir de manera directa, predecible, 
oportuna, automática y sin condiciones los recursos que les 
corresponden de su participación en el Presupuesto General del Estado, 
así como en la capacidad de generar y administrar sus propios recursos, 
de acuerdo a lo dispuesto en la Constitución y la ley.” 
Complementariamente el artículo 270 de la Constitución de la República  
precisa que, los gobiernos autónomos descentralizados generarán sus propios 
recursos financiero, así como también tiene derecho a percibir los recursos que 
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les corresponden de las rentas del Estado; en este sentido los tributos 
municipales son parte de estos recursos, los cuales son esenciales para la 
práctica de la autonomía financiera. 
 
Por su parte, el artículo 6 del COOTAD dispone una Garantía de 
autonomía, la cual prohíbe a cualquier función del Estado o autoridad extraña 
la interferencia en la autonomía política, administrativa y financiera propia de 
los gobiernos autónomos descentralizados, salvo lo prescrito por la 
Constitución y las leyes de la República. 
En este marco los gobiernos autónomos descentralizados cuentan con cinco 
tipos de recursos financieros; que detallo a continuación:  
a) Ingresos propios de la gestión; 
b) Transferencias del presupuesto general del Estado; 
c) Otro tipo de transferencias, legados y donaciones; 
d) Participación en las rentas de la explotación o Industrialización de 
recursos naturales no renovables; y, 
e) Recursos provenientes de financiamiento 
  
Es de interés del presente trabajo investigativo el ítem a) Ingresos 
propios de la gestión, los cuales provienen de impuestos, tasas y 
contribuciones especiales de mejoras generales o específicas; los de venta de 
bienes y servicios; los de renta de inversiones y multas; los de venta de activos 
no financieros y recuperación de inversiones; los de rifas, sorteos, entre otros 
ingresos; según el artículo 172 del COOTAD. 
 
Entonces queda claro que, Ecuador a pesar de ser un estado unitario, 
cuenta con la descentralización, como el mecanismo que evita la concentración 
del poder en el gobierno central, pues muchas veces aquello, no permite 
atender los problemas, necesidades y demandas de las regiones, provincias y 
ciudades, por lo cual la descentralización se presenta como una respuesta 
viable a esta situación, mediante la transferencia definitiva a los gobiernos 
autónomos descentralizados, de funciones, atribuciones, responsabilidades y 
recursos. Pues la descentralización para ser un verdadero 
sistema de organización política, requiere de la autonomía, que en el caso 
ecuatoriano es política, administrativa y financiera; siendo esta ultima  la que 
faculta a los GADs, a obtener ingresos propios, dentro de los cuales tenemos a 
los que provienen de los tributos; en este sentido el gobierno central, los 
gobiernos provinciales y los gobiernos municipales, cuentan con la facultad 
para crear, modificar y extinguir sus propios tributos, como manifestación de la 
autonomía financiera que se les reconoce; por lo mencionado surge la 
interrogante de ¿Por qué la empresa pública ETAPA, modificó la tarifa del 
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servicio de agua potable en la ciudad de Cuenca?, si es una empresa pública, 
que no cuenta con potestad tributaria, incógnita que pretendo esclarecer a 
continuación. 
 
1.2. POTESTAD TRIBUTARIA ESTATAL. 
 
Para poder abordar el tema de la potestad tributaria es importante 
precisar, la terminología que se ha utilizado para denominar este fenómeno ha 
dado lugar a una serie de confusiones; por las diferentes formas de llamarlo, 
tales como “poder fiscal”, “supremacía tributaria”, “poder de imposición”  
“potestad tributaria”, “potestad impositiva”. Sin embargo debo señalar que las 
expresiones de “potestad” y “poder” tributario son las de uso generalizado para 
referirse al tema en cuestión. 
Es necesario precisar que en las expresiones “potestad tributaria” y 
“poder tributario”, no existe diferencia sustancial, ya que las mismas no se 
oponen entre sí, sino que se refieren al mismo fenómeno, pero desde ángulos 
diversos. Micheli  (citado por Escandón, 2008, p.18), “con todo acierto dice que 
el “poder tributario”, concepto de índole objetiva, supone una “potestad” 
correlativa en quien la ejercita, constituyendo este segundo concepto una idea 
eminentemente subjetiva.” 
Un dato interesante nos proporciona Ignacio Blanco Ramos (citado por 
Escandón, 2008, p.18),  al señalar que la doctrina italiana, considera que: 
Utilizar la expresión “potestad tributaria”, implica un mayor alcance; según esta 
orientación, “poder tributario” es el poder de establecer tributos, manifestación 
del poder legislativo en el aspecto financiero, que corresponde únicamente a 
los órganos que lo tienen atribuido por la constitución. Potestad tributaria 
comprende, en cambio el poder de establecer tributos y además de dictar 
normas jurídicas de rango inferior para precisar y reglamentar los preceptos 
fundamentales, es decir, tanto el poder legislativo, que ejerce el parlamento 
como el poder reglamentario, que ejerce la Administración Financiera  
Ahora bien, con esta premisa comenzaré conceptualizando el término 
potestad tributaria, de acuerdo a lo que sostienen los siguientes doctrinarios: 
Héctor Villegas (Citado por Mogrovejo, 2010, p.14) nos habla de 
“potestad tributaria” y la define en los siguientes términos “La potestad tributaria 
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Piza Rodríguez (citado por Mejía & Mejía, 2014, p.18) define el tema en 
cuestión como “aquella facultad que tiene el Estado de crear o establecer 
tributos y hacerse de recursos para el cumplimiento  de  los  fines  cuyo  
cumplimiento le  ha  asignado  la  Carta  Política” 
Jaime Ross Bravo (Citado por Escandón, 2008, p.15) se refiere a la 
potestad tributaria como: 
La facultad o la posibilidad de orden jurídico del Estado de exigir tributos con 
respecto a personas o bienes que se encuentran en su jurisdicción; agrega 
además que como consecuencia de esta potestad de gravar existe una 
contraria que es la potestad de desgravar o de eximir tributos. 
Por su parte Carlos Giuliani Fonrouge (Citado por Mogrovejo, 2010, 
p.14) sostiene que no existe “potestad tributaria” sino “poder tributario”, al que 
define como “la facultad o la posibilidad jurídica del Estado, de exigir 
contribuciones con respecto a personas o bienes que se hallan en su 
jurisdicción.”  
El colombiano Mauricio Plazas Vega (Citado por Escandón, 2008, p.14) 
señala que: 
Por poder tributario se entiende la facultad de crear tributos, cuyo ejercicio, por 
regla general, es de la rama legislativa del poder público y que, como tal, se 
concreta específicamente en la creación de derecho positivo en materia 
tributaria, sujeto a los lineamientos constitucionales. 
De los diversos conceptos que se han proporcionado sobre potestad 
tributaria, proporcionaré un concepto personal, tomando en consideración los 
aspectos en común que han tenido los diferentes autores. Potestad tributaria 
consiste entonces, en aquella facultad que tiene el Estado a través de la 
asamblea nacional, -de manera general- para la creación, modificación y 
supresión de tributos, respecto de determinada jurisdicción, cuya finalidad es 
atender las necesidades públicas, teniendo, teniendo como límite primordial los 
postulados constitucionales 
Por ultimo Juan Carlos Mogrovejo (2010), hace un aporte sumamente 
relevante sobre el tema en cuestión, por ajustarse más a la realidad actual, 
indica entonces que,  
“El ejercicio de este atributo estatal ya no está detentado exclusiva y 
privativamente por el Parlamento Nacional, dándose más bien una suerte de 
reparto de este poder con otros órganos estatales, dentro de ámbitos distintos y 
definidos, que encuentran en el reconocimiento constitucional su plena 
legitimación” (p.11).  
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Lo cual significa que la potestad tributaria en el Estado Ecuatoriano ya 
no reposa únicamente en el estado central, sino en los diferentes órganos 
subnacionales, que en el caso ecuatoriano serían los gobiernos autónomos 
descentralizados.  
1.2.1. Caracteres de la potestad tributaria 
Siguiendo los postulados de GIULIANI FONROUGE (citado por 
Escandón, 2008, p.25) podemos señalar los siguientes caracteres de la 
potestad tributaria: 
a) Abstracta.- Ello quiere decir que siempre existe, independientemente 
de si se ejerce o no. Posteriormente el ejercicio de dicha potestad ya supone 
una concreción, tanto en lo que se refiere a quienes han de satisfacer los 
tributos como a las actividades gradas, las bases de imposición, la forma de 
recaudarla, etc. Para Fonrouge, el Poder Tributario del Estado, es  
esencialmente abstracto, lo que ocurre es que se confunde la potestad 
derivada del poder de imperio que pertenece al Estado y que le otorga el 
derecho de aplicar tributos, con el ejercicio de ese poder. Es por ello Fonrouge 
establece la diferencia entre el poder tributario como un poder normativo que 
crea tributos y exenciones de la competencia tributaria entendida como una 
facultad para liquidar y recaudar tributos. 
b) Permanente.- La potestad tributaria es una característica natural del 
Estado y deriva de su soberanía, por lo que tal poder solo podrá desaparecer, 
cuando se extinga el Estado mismo; mientras subsista el Estado, subsistirá el 
poder de gravar. 
En el caso de la prescripción de la acción del Estado para hacer efectivo 
el cobro de un tributo no extingue su potestad tributaria. Al respecto Fonrouge  
señala el poder tributario no desaparece por prescripción o caducidad, lo que 
puede suceder es que por el transcurso del tiempo se extinga el derecho de 
hacer efectivas las obligaciones surgidas en virtud del ejercicio del poder 
tributario, ya que los créditos del Estado, al igual que el de los particulares, 
caducan o prescriben por razones de interés social, por necesidad de certeza 
del derecho. 
c) Irrenunciable.- Es imposible su abandono por parte del estado, a más 
de obligatorio pues la potestad tributaria es esencial para el Estado, puesto que 
sin potestad tributaria no podría subsistir y mucho menos cumplir con sus fines 
cometidos de orden público y de interés colectivo. Sin embargo la 
irrenunciabilidad no obsta a que se dicten leyes condonatorias de impuestos, 
ya que lo irrenunciable es el poder tributario, más no la recaudación que se 
logre con su aplicación. 
 
UNIVERSIDAD DECUENCA 
 Facultad de Jurisprudencia 
 
 
Valeria Estefania Loja Pizarro   22 
 
d) Indelegable.- Mogrovejo (2010), afirma: “en tanto la Carta Política 
reconozca potestad tributaria a diferentes órganos estatales, éstos la ejercen 
sin posibilidad de delegación pues de lo contrario se alteraría el régimen 
constitucional de distribución de competencia tributaria” (p.19). 
1.2.2. Categorías de la potestad tributaria 
El titular de la potestad tributaria originalmente es el gobierno central, sin 
embargo, de acuerdo al tipo de estado dicha titularidad la podrán ostentar las 
provincias, regiones, departamentos o municipios; por tal razón 
doctrinariamente se habla de las categorías de la potestad tributaria, 
distinguiéndose Potestad Tributaria Originaria y Potestad Tributaria Derivada o 
Delegada. Según Troya Jaramillo (citado por Escandón, 2008, p.28) “La 
potestad tributaria será originaria o deriva, dependiendo si se produce o no 
delegación.”  
1.2.2.1. Potestad Tributaria Originaria 
La diferencia entre potestad tributaria originaria y derivada se basa en el 
rango de la norma que reconoce el poder. Así, será poder originario el 
establecido por la Constitución y será poder derivado el reconocido por normas 
subordinadas a aquélla  (Crespo, 2010). 
En los Estados Unitarios Centralizados prima la idea de la existencia de 
un único poder tributario del cual es titular el Estado, cuyo ejercicio 
corresponde al organismo legislativo nacional. 
Al respecto Mogrovejo (2010), señala “en un Estado federal, en donde 
coexisten nación, provincias y municipios, el poder tributario de estos no es 
originario sino derivado, pues no deviene de un explícito reconocimiento 
constitucional” (p.49).  Al efecto, Jarach (ibídem) sostiene que “el poder fiscal 
originario nace de la propia Carta Constitucional, allí donde no hay Constitución 
escrita y rígida, o de los principios constitucionales en los demás países. Son 
poderes derivados, en cambio, aquellos que no están otorgados por la Carta 
Constitucional, sino por leyes dictadas por los Estados en virtud de su propio 
poder fiscal originario.” 
1.2.2.2. Potestad Tributaria Derivada o Delegada 
En este caso la potestad se le atribuye a quien tiene el poder originario, 
y no viene dado directamente por la Constitución  (Wikiapuntes, 2010). 
En los Estados Unidos de América se hace referencia a la clasificación 
tripartita de poderes inherentes, poderes enumerados y de poderes delegados: 
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los primeros corresponden a los estados por ser inherentes o connaturales a su 
soberanía originaria; los segundos pertenecen al gobierno federal porque su 
soberanía emana de la Constitución que enumera sus facultades; y los últimos 
a las municipalidades, por ser simples instrumentos de gobierno con funciones 
específicas y solo disponen de poderes delegados por los estados. 
Continuando con el argumento de José Troya Jaramillo (citado por 
Escandón, 2008, p.31) señala: 
La existencia de los Estados Unitarios pero de administración descentralizada 
(el caso de Ecuador) en los cuales la potestad tributaria, de modo similar que 
ocurre en los estados federales, se encuentra compartida entre el Estado 
central que asume las principales materias imponibles y las entidades menores 
a las que se asigna las de menor significación. (El paréntesis me pertenece). 
Como había señalado en hojas preliminares, en el tema 
descentralización en un estado unitario, de acuerdo a la Constitución 
ecuatoriana, el Ecuador es un Estado Unitario pero de administración 
descentralizada. Por lo tanto de manera general la creación de tributos 
corresponde al Estado a través de la Asamblea Nacional, tal y como lo señala 
el artículo 120 de nuestra Constitución, esto sin perjuicio de las atribuciones 
que se confiere a los gobiernos autónomos descentralizados; pues los 
gobiernos provinciales y cantonales, están facultados para crear, modificar y 
suprimir tasas y contribuciones especiales de mejoras, pero ello mediante la 
expedición de ordenanza. 
1.2.3. La Potestad Tributaria Municipal 
Según términos de Antonio Hernández (citado por Mogrovejo, 2010, p. 45),  
El municipio ha sido considerado como la unidad base de la organización 
político-administrativa de un Estado, gobernada a través de un ente local 
conocido como municipalidad o simplemente como municipio, tiene la misma 
naturaleza que el Estado, y por ello posee los mismos elementos como el 
territorio, la población y el poder, aunque referido a lo local, lo vecinal, que es lo 
que caracteriza a esta institución. 
            Juan Carlos Mogrovejo en su libro Poder Tributario Municipal en el 
Ecuador, nos dice que el municipio constituye  
Un ente de suprema importancia para el desarrollo y bienestar de los 
pueblos, no obstante, su relevancia estriba en la medida en que goce de 
ciertos atributos, sustentados en primera instancia, en postulados con 
rango constitucional que le acrediten como unidad político administrativa 
indispensable, le otorguen de los instrumentos necesarios para el logro 
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de sus objetivos y fundamentalmente le confieran el rango y la 
legitimidad que en el complejo espectro político, jurídico y administrativo 
del Estado, su intervención requiere (p.45). 
           Como mencioné en páginas anteriores -en el tema autonomía 
financiera- el municipio, al ser un gobierno local necesita como atributo más 
importante la autonomía, la cual “presupone una descentralización política y 
económica del gobierno central” (Mogrovejo, 2010, p.48).  Al respecto para el 
Dr. Marco Albán Zambonino, la potestad tributaria atribuida a los entes 
seccionales no es dadiva graciosa del constituyente, sino que responde a las 
exigencias de la descentralización y autonomía que reclaman las provincias y 
los cantones (citado por Escandón, 2008). 
En esta línea el poder o potestad  tributaria municipal, constituye una 
expresión genuina de esta autonomía y se caracteriza por ser la  capacidad 
jurídica para crear, modificar o suprimir tributos,  vinculados con alguna 
prestación local, cuya fuente de legitimación es la propia Constitución; como en 
el caso ecuatoriano, se reconoce a los gobiernos municipales la competencia 
de “Crear, modificar o suprimir mediante ordenanzas, tasas y contribuciones 
especiales de mejoras”, en el artículo 264, numeral quinto de la Constitución de 
la República. Así como también el artículo 132 ibídem, se menciona que la 
asamblea nacional requerirá de ley, en el caso de crear, modificar o suprimir 
tributos, sin embargo esto, sin menoscabo de las atribuciones conferidas a los 
GADs. El reconocimiento constitucional, que se le ha dado a la capacidad 
estatal para imponer tributos, implica que su práctica sea reglada y 
racionalmente limitada por la aplicación de principios constitucionales, que 
frenan y modulan el ejercicio de la potestad tributaria.   
          A su vez esta facultad, también se encuentra regulada en el COOTAD, 
incluso con mayor profundidad, así el Artículo 55, literal e señala como una de 
las competencias exclusivas del gobierno autónomo descentralizado municipal 
“Crear, modificar, exonerar o suprimir mediante ordenanzas, tasas, tarifas y 
contribuciones especiales de mejoras”. En concordancia con este enunciado el 
artículo 65 del Código Tributario, contempla la existencia de una administración 
tributaria seccional, que le corresponde al prefecto o alcalde según sea el caso.  
En esta línea Rossana Miranda (2015) nos manifiesta que  
“los municipios adquieren un poder tributario que les permite establecer una 
política fiscal, sobre todo para el financiamiento de sus presupuestos, dejando 
la dependencia del poder central, y estableciendo un vínculo más directo con 
sus administrados, con quienes, de manera más libre, pueden evaluar los 
procesos de crecimiento, la atención de las necesidades no satisfechas, la 
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capacidad contributiva y otros elementos más que permiten diseñar y aplicar un 
esquema tributario basado en el esfuerzo propio de cada comunidad”(p.16). 
           Lo que se destaca entonces es que, tanto la norma constitucional como 
los Códigos antes mencionados, otorgan potestad tributaria a los gobiernos 
municipales o seccionales, por lo tanto las tasas y contribuciones especiales no 
pueden ser creadas por acto legislativo, sino por acto normativo -es decir 
ordenanza- de órgano competente, en este caso el consejo cantonal, pues 
mediante la delegación que legalmente se ha dado a las ordenanzas 
municipales, estas pueden fijar las tarifas de impuesto tomando en 
consideración los límites fijados por la norma legal. 
1.3. LÍMITE A LA POTESTAD TRIBUTARIA, PRINCIPIO DE RESERVA 
LEGAL. 
          La existencia de principios constitucionales tributarios establece límites a 
la potestad tributaria del estado, al mismo tiempo, que protege al contribuyente 
de los abusos estatales, por otra parte también garantiza el establecimiento 
justo y equitativo de la carga tributaria y del gasto público. En esta línea el 
Código Tributario establece que el régimen tributario se regirá por los principios 
de legalidad, generalidad, igualdad, proporcionalidad e irretroactividad. Es 
incuestionable entonces que hoy por hoy, los principios son construcciones 
históricas incorporadas al Estado de derecho y al funcionamiento de una 
sociedad democrática, que coadyuvan a una mejor aplicación de las normas 
jurídicas. 
          A mi criterio el principio de reserva legal y legalidad al igual que otros 
principios orientan y limitan el régimen tributario interno, sin embargo de todos 
los principios que integran el sistema tributario, este se constituye en la 
principal garantía para todos los asociados. Sin embargo, hay que hacer 
alusión a la gran dificultad que implicó el estudio del principio de reserva legal, 
cuyo principal inconveniente fue, que muchos doctrinarios no tiene una 
diferencia marcada con el principio de legalidad, lo cual ah ocasionado que en 
muchos casos se los considere como sinónimos, generando confusión y en 
ocasiones incertidumbre sobre el tema; no obstante en base a los estudios 
realizados, puedo discurrir que la confusión radica en que estos dos principios 
están íntimamente relacionados, pues el principio de reserva legal es un 
complemento del principio de legalidad constitucional, siendo esta reserva 
relativa, al poder legislativo, porque se requiere que los tributos se encuentren 
plasmados dentro de una ley. Por lo antes indicado en este trabajo monográfico 
me centraré en el estudio del principio de reserva legal, sin dejar de lado ciertas 
puntualizaciones imprescindibles sobre el principio de legalidad.  
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1.3.1. Conceptualización del Principio de Reserva Legal. 
           Según la abogada Tatiana Peña Toledo, (2009) el principio de reserva 
de ley tributaria tiene su origen en uno de los artículos de la Declaración de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano del 27 de agosto del año 1789, artículo 
V“ La ley no tiene derecho a prohibir más que las acciones nocivas a la 
sociedad. Nadie podrá impedir lo que la ley no prohíba y nadie puede ser 
obligado a hacer lo que ella ordene”. En definitiva este artículo se refiere, a la 
necesaria existencia de la ley como la regla que manda, prohíbe o permite; y es 
en este precepto donde podemos ver plasmado las iniciaciones del principio de 
reserva legal.  
            Plazas Vega (citado por Mejía & Mejía, 2014, p.16) por su parte señala, 
el principio de reserva legal es “el mandato constitucional que establece que la 
creación y regulación de los tributos debe realizarse por la ley”. Considerando 
este criterio puedo decir que, el principio de reserva legal se sintetiza en el 
aforismo latino “nullum tributum sine lege (no hay tributo sin ley)”, lo cual según 
Rodrigo Patiño (citado por Escandón, 2008, p. 58), “supone que el tributo así 
como cualquier otra prestación coactiva a favor del ente público solo debe ser 
creado mediante una ley y solo ella puede modificarlo o abolirlo.”  
             El precepto constitucional 301 de Ecuador, coincide con lo antes 
mencionado al establecer que “Solo por iniciativa de la Función Ejecutiva y 
mediante ley sancionada por la Asamblea Nacional se podrá establecer, 
modificar, exonerar o extinguir impuestos. Solo por acto normativo de 
órgano competente se podrán establecer, modificar, exonerar y extinguir 
tasas y contribuciones. Las tasas y contribuciones especiales se crearán 
y regularán de acuerdo con la ley.” (La negrita y cursiva me pertenece.) 
              Asimismo el artículo 83, prescribe Son deberes y responsabilidades de 
las ecuatorianas y los ecuatorianos. Numeral 15. (…) “pagar los tributos 
establecidos por la ley.” este precepto aunque breve es bastante completo, 
pues refleja tres aspectos importantes, que señalaré a continuación: en primer 
lugar, el poder del estado para imponer tributos, en segundo lugar, que este 
poder se encuentra moldeado por el principio de reserva de ley, es decir que 
todo tributo debe ser establecido por ley -aspecto que no es tan absoluto- y por 
ultimo muestra al estado como sujeto activo y a los ecuatorianos como sujetos 
pasivos de la relación tributaria 
             El Código Tributario vigente, dispone algo similar a lo ya manifestado, 
en su artículo 4 “Reserva de ley.-Las leyes tributarias determinarán el objeto 
imponible, los sujetos activo y pasivo, la cuantía del tributo o la forma de 
establecerla, las exenciones y deducciones; los reclamos, recursos y demás 
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materias reservadas a la ley que deban concederse conforme a este Código.” 
Lo cual supone que, el tributo y todo lo que a este atañe requiere de una ley 
que regule, todo lo que ha este concierne. 
Por otro lado Violeta Ruiz y Juan Zornoza, en su texto “Sistema 
Tributario y Constitución” (citado por Peña, 2009, p.21), tienen un criterio más 
amplio al sostener que “En el Estado moderno la reserva de ley tiene dos 
aspectos fundamentales, el primero, exige que las prestaciones tributarias sean 
establecidas mediante una ley, el segundo, que las normas de rango inferior no 
puedan ser contradictorias con ésta.” 
Por su parte González García (citado por Miranda, 2015, p.18), nos trae 
una novedad adicional, al expresar que: 
La reserva de ley debe entenderse desde dos tipos de manifestaciones, como 
reserva de ley formal y material. En primer lugar, una reserva de ley formal, la 
cual, al ser establecida por ley ordinaria, puede ser anulada por una ley 
posterior. Esta reserva de ley corre el riesgo de confundirse con el principio de 
jerarquía normativa. En segundo lugar, el principio de reserva material de ley 
que viene establecido por el ordenamiento constitucional, al mismo que se 
subordina el poder legislativo, el que debe adecuar sus normas a los principios 
reconocidos en la Carta Magna (…) 
Por lo tanto este autor al distinguir dos tipos de reserva a mi entender en 
la primera se refiere propiamente a la ley positivada y la segunda en cambio a 
los principios constitucionales que actúan como garantías normativas de los 
derechos fundamentales.  
En líneas precedentes se ha hecho un limitado bosquejo sobre la 
reserva de ley, esto se debe a la necesaria alusión que se tiene que hacer 
sobre el principio de legalidad, por esta razón en las siguientes líneas explicaré 
las diferencias entre estos dos principios, lo cual permite entender de manera 
más amplia y adecuada la reserva legal. 
1.3.2. Diferencia entre el Principio de Reserva de Ley y Legalidad. 
Una vez que se ha analizado el significado del principio de reserva legal 
es importante establecer las circunstancias que lo distinguen del principio de 
legalidad y que permitirán entender de mejor manera por qué se debe referir a 
los mismos de manera independiente. 
Para iniciar citaremos a Ignacio Blanco, (citado por Escandón, 2008, 
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El principio de legalidad es conocido también bajo la denominación de reserva 
de ley; sin embargo algunos autores suelen establecer diferencia entre estos 
dos términos; entendiendo por el primero la sumisión de la actividad tributaria a 
la ley, mientras que el segundo implica que determinadas materias o aspectos 
jurídicos han de ser regulados necesariamente por una ley formal.  
 
Aunque hace una distinción entre estos principios, me parece que es un 
criterio que no proporciona una idea clara, que permita diferenciarlos, cosa que 
en mi opinión si hace Jose Oswaldo Casás (citado por Mogrovejo, 2006, p.30) 
al distinguirlos principios de la siguiente forma: 
 
El principio de legalidad, en general o más precisamente en la faz aplicativa; y, 
el principio de reserva de ley, en particular, esto es, atendiendo a las fuentes 
generadoras de los preceptos. Sostiene el mismo autor, que la vinculación 
positiva, en cuyo mérito la administración solo puede desempeñarse en las 
materias para las que cuenta con autorización en forma inmediata, o incluso 
mediata, por habilitación de la ley, se denominada principio de legalidad. Cosa 
distinta es la relación entre la ley, y su competencia privativa en determinadas 
materias, como es el caso de la tributaria, y las demás normas jurídicas que no 
tienen rango de ley y que carecen de aptitud para regular tales competencias, 
aspecto que nos introduce a la noción de reserva de ley. 
 
En esta misma línea Juan Mogrovejo (2010) al respecto señala “La 
legalidad, consiste en que los actos de administración deben sujetarse a norma 
legal; en tanto que la reserva de ley, opera en relación a la fuente, esto es, que 
solo por ley se pueden crear, modificar o suprimir tributos” (p.25).  
De igual  forma, Narciso Amorós (citado por Peña, 2009, p.26) plantea 
“que el principio de legalidad es la sumisión de la actividad administrativa a la 
ley, en cambio la reserva de ley impone que la regulación de determinadas 
materias (los tributos) se los hace por medio de la ley formal.”  
Otra diferencia sobre estos principios la sostienen Tatiana Peña, (2009) 
al afirmar que: 
“la legalidad se encarga de todo el marco jurídico y de los tributos en sí, en 
cambio la reserva solo en la materia determinada como por ejemplo, al 
establecer los elementos esenciales que la ley no previó, de esta manera a 
nuestro parecer los dos principios se complementan, porque no se pudiera 
hablar de la reserva de ley sin el principio de legalidad, pero sí podría 
permanecer solo el de legalidad” (p. 28). 
A mi entender esta autora plantea que la legalidad es lo general, 
mientras que la reserva legal lo particular, sin embargo lo que más me llamó la 
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atención es el considerar a estos dos principios como complementarios, 
precisando que la existencia del la reserva legal dependerá de la existencia del 
principio de legalidad, pero no viceversa. Consecuentemente, es claro que otra 
divergencia entre estos dos principios es la jerarquía que representan, teniendo 
sobrepuesto al principio de legalidad sobre el principio de reserva legal, así 
como también el campo de acción para el que cada uno es designado. 
Complementariamente la misma autora señala: 
El principio de legalidad es base esencial para la creación de los tributos, por el 
Poder Legislativo, y la normativa a seguir en el proceso de recaudación de la 
Administración Tributaria. Por su parte, el principio de reserva de ley se apoya 
en la ley para la creación de normas jurídicas necesarias para su desarrollo, 
como -reglamentos, ordenanzas, circulares- que se encuentran subordinadas a 
la Constitución y la Ley (p.25.). 
De acuerdo a los criterios que anteceden, es claro, que es un error 
concebir al principio de legalidad como similar al de reserva legal, pues estos 
mantienen diferencias sustanciales por lo que no deben confundirse entre sí. 
Cada uno se establece en rangos diferentes y cumplen con el propósito de 
limitar el poder tributario, así como, brindan confiabilidad en el sistema jurídico 
imperante que permitirá un mejor desenvolvimiento de la sociedad. 
Sin embargo, hay que hacer notar que, estos doctrinarios encuentran 
diferencias entre el principio de reserva legal con el principio de legalidad, pero 
en la práctica es utilizado indiscriminadamente como dos términos similares, 
por lo que es un tarea difícil distinguir los dos términos. 
1.3.3. Relatividad del Principio de Reserva Legal. 
Antes de concluir el presente capitulo, considero necesario explicar un 
aspecto que reviste la realidad actual entorno al principio de reserva legal, y 
esto es la relatividad de la misma, para ello citaré al profesor Troya (citado por 
Peña, 2009, p.39) quien señala que, “el principio de legalidad se ha atenuado y 
dulcificado. Ya no cabe, sin matizaciones, sostener el apotegma clásico de que 
no hay tributo sin ley”. Esto se debe a que, según el criterio de Peña (2009), 
En nuestro país desde la Constitución de 1998 los gobiernos seccionales 
tienen la facultad de crear, modificar o suprimir tasas y contribuciones 
especiales de mejoras, mediante la emisión de ordenanzas, basados en las 
normas preexistentes, respetando la legalidad del procedimiento para emitir las 
normas correspondientes; para que de esta manera en la práctica no se 




 Facultad de Jurisprudencia 
 
 
Valeria Estefania Loja Pizarro   30 
 
En este sentido, la relatividad hace referencia a que, hoy por hoy la ley 
no es la única creadora de tributos, sino que esta facultad se ha ampliado esta 
potestad tributaria, permitiendo la creación, modificación o extinción de tributos 
a los Gobiernos Autónomos Descentralizados, pero todo ello se debe hacer 
necesariamente a través del cuerpo legal llamado ordenanza, de esta forma “la 
reserva de ley tiene que ver con la facultad que tienen los gobiernos 
autónomos descentralizados para establecer ciertos elementos esenciales que 
necesita el tributo para su aplicación”( ibídem, p.27). 
De esta forma nos referimos a que, al hablar de que sólo la ley es la 
autorizada para establecer tributos, debe entenderse el término ley en su 
acepción más amplia,  y es como lo hace Guillermo Cabanellas (2010), al 
definirla como “regla, norma, precepto de la autoridad pública, que manda, 
prohíbe o permite algo. La expresión positiva del Derecho. (…) Ampliamente, 
todo reglamento ordenanza, estatuto, decreto, orden u otro mandamiento de 
una autoridad en ejercicio de sus atribuciones” para no vaciar de competencia 
a entidades que en sentido formal y estricto no promulgan leyes, como los 
concejos municipales, en este sentido esta acepción tan amplia, demuestra que 
la reserva de ley es una concepción relativa y no absoluto, que se ajusta a la 
realidad actual en la que no solamente la ley es creadora de tributos (Peña, 
2009). 
Rossana Miranda Robayo (2015) por su parte dice: 
El principio de reserva de ley y la tributación municipal son conceptos 
íntimamente vinculados, ya que pretenden establecer un desarrollo de lo que 
efectivamente ya consta en la ley o en la Constitución, a través de sus 
expresiones administrativas que son las ordenanzas mediante las cuales se 
desentrañan los elementos tributarios e inclusive los reglamentan. Permite, 
además, que los jueces y tribunales ejerzan un control adecuado, ya que estas 
normas infralegales están subordinadas en sus aspectos esenciales al 
contenido de la ley (p.20).  
Trayendo como principal novedad, aquel rol activo que deben tener 
jueces y tribunales acerca de la legalidad de las normas y de su aplicación. 
De cualquier manera, es esta reserva de ley la que actualmente permite 
a los municipios la creación, modificación y supresión de tasas y contribuciones 
especiales, que en definitiva, viene a ser una potestad tributaria ampliada a la 
realidad actual y a las necesidades colectivas. 
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2.1. Naturaleza de las Empresas Públicas. 
Para abordar el tema de las empresas públicas, las palabras vertidas por 
Fabián Jaramillo (2011), acerca de la empresa vienen a ser muy oportunas, 
pues él considera que:  
La empresa cumple un rol importante en la sociedad, por cuanto genera una 
utilidad no sólo económica, sino social. Sus resultados inmediatos se ven en la 
generación de empleo, en el desarrollo de la inventiva y en la creación de 
nueva tecnología aplicada a la producción y a los procesos; particularmente su 
actividad está directamente sujeta a generar condiciones de bienestar para la 
humanidad (p. 65). 
El mismo autor en líneas posteriores, ya vierte un criterio sobre las 
empresas públicas haciéndolo de forma muy acertada, en los siguientes 
términos: 
Se ha indicado que el Estado, para el cumplimiento de sus fines o cometidos, 
se apoya en un conjunto de órganos públicos dotados de competencias, 
facultades y atribuciones que les permite actuar sobre los límites que le impone 
la ley. Estos órganos públicos actúan de manera articulada sobre la base de los 
principios de jerarquización, unidad, desconcentración y descentralización, y 
orientan su gestión en atención a los principios de oportunidad, eficiencia, 
eficacia y economía, a fin de garantizar la provisión de bienes y servicios 
públicos en cantidad y calidad, observando y respetando el derecho que tienen 
los ciudadanos de acceso universal y su goce, sin discriminación (p.68). 
En el acápite primero, podemos observar como el autor manifiesta el 
indiscutible carácter social que tiene una empresa, sin que necesariamente se 
trate de una empresa pública. Sin embargo bajo mi punto de vista, el bienestar 
para la humanidad al que se hace referencia, no necesariamente es la 
actividad determinante para la que se crea una empresa, pero es indiscutible 
que de manera directa o indirecta genere un beneficio social. 
Con respecto a la segunda cita, el autor amplía su criterio a empresa 
pública, en el cual, considera a las mismas como órganos públicos necesarios 
para el  cumplimiento de los fines del estado, que a su vez permite prestar 
bienes y servicios de manera más eficaz y oportuna, ya que se personifica las 
actividades por materias y sectores determinados, lo cual les permite tener una 
conexión más directa con los usuarios y sus necesidades. 
Es por estas razones que las empresas públicas vienen a ser una 
necesidad y al mismo tiempo una respuesta a la realidad actual del estado y 
justamente de ahí la razón de su existencia. En esta línea producto de una 
revisión constitucional pudimos verificar, que en nuestro país tanto el gobierno 
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central como los gobiernos autónomos descentralizados, pueden crear 
empresas públicas tal y como lo prevé el artículo 225 de la Constitución. 
2.2. Conceptualización de las Empresas Públicas. 
Para conceptualizar a las empresas públicas, es pertinente partir de una 
definición del término empresa y con esta finalidad transcribo lo establecido en 
el Diccionario Jurídico de Cabanellas (2010) al respecto “Organización lucrativa 
de personal (empresario o dirección, socios industriales o trabajadores), capital 
(dinero, propiedades, máquinas y herramientas, mobiliario, etc.) y trabajo 
(actividad organizadora, directiva, investigadora, publicitaria, técnica y de 
ejecución material), con una unidad de nombre, permanencia en actividad y 
finalidad definida.” 
Con estos parámetros nos encaminamos a definir a las empresas 
públicas, “como aquellos entes productores y o comercializadores de bienes y 
servicios en los que el sector público detente la propiedad total o mayoritaria, 
directa o indirectamente (…)” de acuerdo a lo que establece la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe – CEPAL (citado por Espinosa, 
2015, p.24). 
Marienhoff (citado por González, 2017), al definir a la empresa pública, señala: 
Por “empresa del estado” debe entenderse toda persona jurídica, pública o 
privada, creada por el estado, que realiza habitualmente actividades 
comerciales o industriales o que tiene a su cargo la prestación de servicios 
públicos de esa índole.     
Por otro lado Ismael Mata (citado por Jaramillo, 2011) en su libro titulado 
“Ensayos de Derecho Administrativo” establece un concepto bastante amplio al 
respecto, pues considera que: 
El concepto de empresa pública carece de significado jurídico preciso, y a 
través de él solo puede expresarse que el Estado ha adoptado una política de 
intervención en el mercado, mediante distintas formas de organización que se 
asemejan a la empresa privada, pero ofrecen diferentes perfiles jurídicos, en 
función del grado de intervención en la economía que el Estado se propone. 
[…] Del mismo modo resulta redundante sostener que a través de su quehacer 
empresario, el Estado se propone la satisfacción de fines públicos, por cuanto 
no es concebible una actividad estatal sin que persigan tales fines. 
Considero que es un concepto amplio porque a mi parecer abarca 
características transcendentales entorno a la empresa pública, pues indica que 
el nacimiento de una empresa pública implica: 
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Que el estado interviene en el mercado, para insertar una entidad 
pública que se asemeja a una privada, pero desde luego cuenta con ciertos 
caracteres o limitantes que le dan la naturaleza estatal y la diferencian de las 
otras; a su vez el autor hace alusión a que obviamente las actividades de las 
entidades estatales, se deben encaminar al cumplimiento de los fines públicos, 
pues justamente ese es el motivo por el que se las crea.  
En Colombia, el artículo 85 de la ley 489, de 1998 (citado por González, 
2017) establece que: 
Las empresas públicas industriales y comerciales del estado son organismos 
creados por la ley o autorizados por esta, que desarrollan actividades de 
naturaleza industrial o comercial y de gestión económica conforme a las reglas 
del Derecho Privado, salvo excepciones que consagra la ley. 
En Argentina la definición de Empresa Pública, la encontramos en el Art. 
1 del Decreto número 4093 (citado por González, 2017): 
Las actividades de carácter industrial, comercial o de explotación de servicios 
públicos de igual naturaleza, que el Estado por razones de interés público, 
considere necesario desarrollar, podrán  llevarse a cabo por medio de 
entidades que se denominarán genéricamente “Empresas del Estado”.     
En nuestro país el artículo 4 de la Ley Orgánica de Empresas públicas, 
establece la siguiente: 
 Las empresas públicas son entidades que pertenecen al Estado en 
los términos que establece la Constitución de la República. 
 Personas jurídicas de derecho público, con patrimonio propio, 
dotadas de autonomía presupuestaria, financiera, económica, 
administrativa y de gestión.  
 Destinadas a la gestión de sectores estratégicos, la prestación de 
servicios públicos, el aprovechamiento sustentable de recursos 
naturales o de bienes públicos y en general al desarrollo de 
actividades económicas que corresponden al Estado (…) 
 
Sin duda, esta definición nos permite visualizar con claridad, aquellos 
componentes que caracterizan a una empresa pública dentro de nuestro país; y 
el artículo 315 de la Constitución de la República, establece con mayor detalle 
los aspectos relacionados a estas entidades: 
“El Estado constituirá empresas públicas para la gestión de sectores 
estratégicos, la prestación de servicios públicos, el aprovechamiento 
sustentable de recursos naturales o de bienes públicos y el desarrollo de 
otras actividades económicas. Las empresas públicas estarán bajo la 
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regulación y el control específico de los organismos pertinentes, de 
acuerdo con la ley; funcionarán como sociedades de derecho público, 
con personalidad jurídica, autonomía financiera, económica, 
administrativa y de gestión, con altos parámetros de calidad y criterios 
empresariales, económicos, sociales y ambientales. Los excedentes 
podrán destinarse a la inversión y reinversión en las mismas empresas o 
sus subsidiarias, relacionadas o asociadas, de carácter público, en 
niveles que garanticen su desarrollo. Los excedentes que no fueran 
invertidos o reinvertidos se transferirán al Presupuesto General del 
Estado. La ley definirá la participación de las empresas públicas en 
empresas mixtas en las que el Estado siempre tendrá la mayoría 
accionaria, para la participación en la gestión de los sectores 
estratégicos y la prestación de los servicios públicos.” 
Finalmente es primordial señalar que para el gobierno actual las 
empresas públicas se constituyen en instrumentos de soporte para alcanzar los 
objetivos de la planificación nacional, lo que les da el carácter de estratégicas 
en la estructura institucional del Estado. En este sentido la Secretaria Nacional 
de Planificación y Desarrollo  (2013), establece que: 
Al hablar de empresas públicas, nos referimos a entidades creadas por el 
Estado para diferentes fines como la generación de empleo, la producción de 
bienes y servicios, el desarrollo de capacidades tecnológicas nacionales, el 
manejo de recursos naturales y sectores estratégicos, la regulación del 
mercado, el suministro de servicios públicos estratégicos como la energía y 
telecomunicaciones, entre otros. En un marco general, el objeto de las 
empresas de propiedad estatal es transformarse en el vector detonante del 
desarrollo económico y social, en busca de maximizar los beneficios del interés 
público o nacional. (p.41)  
Con lo antes mencionado, nos queda claro que la empresa pública, 
pueden ser vista desde diferentes perspectivas, ya sea como entes productores 
y o comercializadores de bienes y servicios que pueden tener fines de lucro o 
no; hasta entidades que persiguen fines netamente sociales, cuyo objetivo es 
dar cumplimiento a las metas fijadas en las políticas del Estado, que 
encaminan al desarrollo económico y social del mismo. 
2.3. Características. 
El Doctor Fernando González (2017), en su libro las Empresas Públicas 
en el Ecuador, Su Situación jurídica y su régimen laboral, establece once 
características; sin embargo resaltaré las que a mi consideración son las más 
trascendentes para el tema que abordamos: 
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a) Son parte del sector público en los términos del Art. 225 de la 
Constitución de la República.   
 
Dicho artículo prescribe que el sector público comprende: 
1. Los organismos y dependencias de las funciones Ejecutiva, 
Legislativa, Judicial, Electoral y de Transparencia y Control Social. 
2. Las entidades que integran el régimen autónomo descentralizado.  
3. Los organismos y entidades creados por la Constitución o la ley para 
el ejercicio de la potestad estatal, para la prestación de servicios 
públicos o para desarrollar actividades económicas asumidas por el 
Estado. 
4. Las personas jurídicas creadas por acto normativo de los gobiernos 
autónomos descentralizados para la prestación de servicios públicos. 
Siendo destacable que en los dos últimos puntos se encuentran inscritas 
las denominadas empresas públicas. 
b) Gozan de personería jurídica propia aunque sujeta o subordinada a otro 
organismo, ya sea el Central o Gobierno Autónomo Descentralizado. El 
Art. 7 de la LOEP establece la forma de integración del Directorio. 
 
Esta característica se refiere a que las empresas públicas a pesar de 
tener la capacidad suficiente para contraer obligaciones y realizar actividades 
que generan plena responsabilidad jurídica, frente a sí mismos y frente a 
terceros,  mantienen una relación de dependencia con el organismo que la 
creó. Y justamente es en la integración del Directorio de las empresas públicas,  
donde generalmente se establecen miembros que representan al organismo 
que los constituyó.   
c) Se organiza autárquicamente. “Autarquía” significa exclusivamente que 
un ente determinado tiene capacidad para administrarse a sí 
mismo(Gordillo, 2014:3) 
 
Justamente por eso es que tienen órganos de dirección y administración que 
son: El Directorio; y, La Gerencia General; así como también deben contar con las 
unidades requeridas para su desarrollo y gestión. Además hay que tomar en 
consideración que cuentan con autonomía presupuestaria, financiera, económica, 
administrativa y de gestión. 
d) Por su creación se clasifican conforme al Art. 5 de la LOEP, en: de la 
Función ejecutiva, de los Gobiernos Autónomos Descentralizados, en los 
términos del numeral 4 del Art. 225 de la norma suprema. 
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Esta característica muestra que la empresa pública ETAPA, encaja dentro de 
esta clasificación, al ser creada por el Gobierno Municipal de Cuenca.  
Por el objeto se clasifican por: Prestación de servicios públicos, sectores 
estratégicos, desarrollo de actividades económicas (producción y/o comercialización 
de bienes); y, proyectos con responsabilidad social.   
Entorno a esta clasificación, la mencionada empresa objeto de este 
estudio, también coincide, al tener como objeto la prestación del servicio 
público de Telecomunicaciones, Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento. 
 
2.4. Forma de constituirse.  
Resulta importante argüir que uno de los instrumentos con los que 
cuenta el Estado para intervenir en la economía es la creación de empresas 
públicas como instrumentos de política; por tal razón de manera acertada a 
partir del mes de octubre del 2009 se expide la LEY ORGANICA DE 
EMPRESAS PÚBLICAS, en el país, que de acuerdo al criterio de la 
SENPLADES “es un marco legal exclusivo para empresas estatales, único en 
la región, que constituye una herramienta para regular la autonomía de las 
empresas en los ámbitos de su administración y funcionamiento” 
(SENPLADES, 2013, p.33). Esta ley regula la creación de las empresas 
públicas de la siguiente manera:  
Artículo 5, CONSTITUCION Y JURISDICCION.- “La creación de 
empresas públicas se hará:  
1. Mediante decreto ejecutivo para las empresas constituidas por la 
Función Ejecutiva;  
2. Por acto normativo legalmente expedido por los gobiernos autónomos 
descentralizados; y,  
3. Mediante escritura pública para las empresas que se constituyan entre 
la Función Ejecutiva y los gobiernos autónomos descentralizados, para 
lo cual se requerirá del decreto ejecutivo y de la decisión de la máxima 
autoridad del organismo autónomo descentralizado, en su caso.  
Las universidades públicas podrán constituir empresas públicas o mixtas 
que se someterán al régimen establecido en esta Ley para las empresas 
creadas por los gobiernos autónomos descentralizados o al régimen 
societario, respectivamente. En la resolución de creación adoptada por 
el máximo organismo universitario competente se determinarán los 
aspectos relacionados con su administración y funcionamiento.  
 
UNIVERSIDAD DECUENCA 
 Facultad de Jurisprudencia 
 
 
Valeria Estefania Loja Pizarro   38 
 
Se podrá constituir empresas públicas de coordinación, para articular y 
planificar las acciones de un grupo de empresas públicas creadas por un 
mismo nivel de gobierno, con el fin de lograr mayores niveles de 
eficiencia en la gestión técnica, administrativa y financiera.  
Las empresas públicas pueden ejercer sus actividades en el ámbito 
local, provincial, regional, nacional o internacional.  
La denominación de las empresas deberá contener la indicación de 
"EMPRESA PUBLICA" o la sigla "EP", acompañada de una expresión 
peculiar. El domicilio principal de la empresa estará en el lugar que se 
determine en su acto de creación y podrá establecerse agencias o 
unidades de negocio, dentro o fuera del país.  
En el decreto ejecutivo, acto normativo de creación, escritura pública o 
resolución del máximo organismo universitario competente, se detallaran 
los bienes muebles o inmuebles que constituyen el patrimonio inicial de 
la empresa, y en un anexo se listarán los muebles o inmuebles que 
forman parte de ese patrimonio” 
En síntesis este precepto establece cuatro instancias con potestad para la 
creación de empresas públicas:  
1) La Función Ejecutiva, mediante decreto. 
2) Los Gobiernos Autónomos Descentralizados (GAD), mediante 
ordenanza. 
3) Las creadas por asociaciones entre la Función Ejecutiva y los GAD, 
mediante escritura pública. 
4) Y las pertenecientes a universidades públicas, constituidas por 
resolución adoptada por el máximo organismo universitario competente. 
 
Al respecto hay que hacer la siguiente observación, la norma designa solo 
un artículo concerniente a la creación de las empresas públicas, lo cual es 
apropiado, pues la misma debe ser concreta y especifica; sin embargo para 
una mayor reglamentación el presidente de la república expidió el decreto 
ejecutivo 1064, en fecha 16 de febrero de 2012, en el cual establece que es 
necesario contar con un procedimiento definido para la creación de las 
empresas públicas, cuyo fin fundamental es evitar la duplicación de funciones 
entre instituciones públicas. Adicionalmente hay que precisar que este decreto 
regula únicamente las directrices para la creación de empresas públicas de la 
Función Ejecutiva, de esta manera el artículo1 establece: 
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“Las entidades y organismos de la Función Ejecutiva que gestionen la 
creación de empresas públicas deberán solicitar y obtener de la 
Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo el INFORME PREVIO 
DE PERTINENCIA, pronunciamiento que se realizará sobre la base del 
proyecto que se presente para su análisis y consideración el que 
contendrá: 
1. Objetivos de la creación de la empresa; 
2. Datos generales de la propuesta de la creación;  
3. Articulación normativa e institucional; 
4. Diagnostico institucional del área a intervenir; 
5. Análisis de la rentabilidad; 
6.  Estimación de beneficios previsibles que generará la creación de la 
empresa; y  
7.  Propuestas de modelo de gestión, organigrama funcional y propuesta 
remunerativa inicial.  
Una vez finalizado el análisis, la Secretaría Nacional de Planificación y 
Desarrollo emitirá su informe que será remitido a la entidad solicitante.” 
En definitiva este decreto establece un nuevo filtro – que en este caso 
será el informe de la Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo – para la 
creación de las empresas públicas de la función ejecutiva.  
Sin embargo sobre las otras entidades que también pueden crear 
empresas públicas,-GAD y universidades- muy poco se ha dicho, por lo cual 
hemos recurrido a una búsqueda en el Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización, dentro del cual encontramos dos 
artículos que hablan al respecto: 
Artículo 277.- “Creación de empresas públicas. Los gobiernos 
regional, provincial, metropolitano o municipal podrán crear empresas 
públicas siempre que esta forma de organización convenga más a sus 
intereses y a los de la ciudadanía: garantice una mayor eficiencia y 
mejore los niveles de calidad en la prestación de servicios públicos de su 
competencia o en el desarrollo de otras actividades de emprendimiento.  
La creación de estas empresas se realizará por acto normativo del 
órgano de legislación del gobierno autónomo descentralizado respectivo 
y observará las disposiciones y requisitos previstos en la ley que regule 
las empresas públicas.  
La administración cautelará la eficiencia, eficacia y economía, evitando 
altos gastos administrativos a fin de que la sociedad reciba servicios de 
calidad a un costo justo y razonable.”(El subrayado me pertenece) 
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Artículo 57.- “Atribuciones del concejo municipal.- Al concejo 
municipal le corresponde: j) Aprobar la creación de empresas públicas o 
la participación en empresas de economía mixta, para la gestión de 
servicios de su competencia u obras públicas cantonales, según las 
disposiciones de la Constitución y la ley. La gestión de los recursos 
hídricos será exclusivamente pública y comunitaria de acuerdo a las 
disposiciones constitucionales y legales” 
En esta misma línea Penagos (1996), establece: 
La asamblea departamental o el consejo municipal, por iniciativa del 
gobernador o del alcalde, según el caso, dentro de los límites constitucionales, 
puede crear un establecimiento público o una empresa industrial y comercial, 
según busque realizar una determinada actividad, por un procedimiento de 
derecho público o de derecho privado: si la primera será administrativa, si la 
segunda civil o comercial. (p. 269) 
De acuerdo a lo expresado los municipios, son una de las entidades que 
gozan de la facultad de creación de empresas públicas, empero las mismas 
deben fomentar el desarrollo integral, sustentable, descentralizado y 
desconcentrado del Estado; y a su vez su creación debe efectuarse a través 
del acto normativo del órgano de legislación; que en el caso del municipio es el 
consejo cantonal a través de la expedición de la respectiva ordenanza; desde 
luego estas empresas deben estar destinadas a contribuir a la satisfacción de 
las necesidades básicas de sus habitantes, a través de la prestación de los 
servicios públicos de manera eficiente y con equidad social. Es decir su 
creación responde a una necesidad social y estructural del estado. 
2.5. Potestad o gestión tributaria de las empresas públicas  
En las líneas siguientes vamos a determinar si las empresas públicas 
poseen potestad tributaria, es decir la facultad para crear, modificar o extinguir 
tributos; principal interrogante del presente trabajo monográfico. En este 
sentido partiremos con Mogrovejo (2010), quien al respecto refiere, “A más de 
este poder tributario municipal o potestad tributaria normativa, expresado 
mediante la expedición de ordenanzas, el municipio goza también de potestad 
tributaria de imposición o de competencia tributaria, que cae en el ámbito de la 
gestión tributaria, en virtud de la cual, el municipio como sujeto activo de la 
obligación tributaria, en este tipo de tributos, y de aquellos que inclusive no 
tiene capacidad normativa, como es el caso de los impuestos municipales, 
determina, liquida, recauda y resuelve las reclamaciones en vía administrativa, 
bajo las prescripciones establecidas por la ley” (p.50). 
Mogrovejo nos manifiesta que la municipalidad posee poder tributario, 
aspecto que ya ha sido analizado previamente en el presente trabajo 
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investigativo; sin embargo, trae como novedad la gestión tributaria que 
adicionalmente ostenta el municipio. Pero ¿Qué es la gestión tributaria? Según 
Andrea Amatucci (2001), la gestión tributaria es: 
Una función administrativa, es decir una actividad jurídicamente relevante en su 
conjunto, que se lleva a cabo para la consecución de un interés público, en 
desarrollo de potestades administrativas conferidas por el ordenamiento 
jurídico y que se manifiesta al ámbito externo en forma de procedimiento 
administrativo. El procedimiento de gestión tributaria aparece así como el 
procedimiento de aplicación de los tributos, esto es, el procedimiento 
administrativo encaminado a determinar la existencia y cuantía de la obligación 
tributaria originada por la realización de un hecho imponible, haciendo esta 
líquida y exigible (p.368). 
En esta misma línea SAINZ DE BUJANDA (citado por  Bertrán, 2006, 
p.78) sostiene que:  
“con la locución « gestión tributaria » nos referimos al conjunto de actividades, 
reguladas por el ordenamiento jurídico (Derecho tributario formal), que tienen 
por objeto dar efectividad material a las normas reguladoras del tributo, 
determinando la cuantía de las deudas tributarias y procediendo a su cobro 
(…)”. 
Una vez definido a la gestión tributaria hay que indicar que los gobiernos 
locales cuentan con la misma; pero no son los únicos, sino que existen otros 
órganos que también cuentan con esta, como por ejemplo ciertas entidades 
públicas, entre estas el Servicio de Rentas Internas (SRI) que es una institución 
técnica y autónoma, con personería jurídica, de derecho público, patrimonio y 
fondos propios; que tiene a su cargo el cobro de los impuestos; empero hay 
que aclarar que, de ninguna forma significa que esta entidad intervenga en la 
creación, modificación o extinción del tributo sino que únicamente cumple con 
la determinación, recaudación y control de los tributos internos del Estado y de 
aquellos cuya administración no esté expresamente asignada por Ley a otra 
autoridad; en definitiva es una simple gestión de los impuestos que se le ha 
otorgado por Ley.  
En este sentido diré que la gestión tributaria según el artículo 9 del 
Código Tributario “corresponde al organismo que la ley establezca y 
comprende las funciones de determinación y recaudación de los tributos, así 
como la resolución de las reclamaciones y absolución de las consultas 
tributarias.”  
En tal sentido ha de aclararse que la Gestión Tributaria es parte de las 
actividades que ejerce la Administración Tributaria, esta última según los  
artículos 64, 65 y 66, ibídem pueden ser de tres clases: administración 
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tributaria central, seccional y excepcional, la primera corresponde al Presidente 
de la República a través de sus organismos, en la segunda corresponderá, en 
su caso, al Prefecto Provincial o al Alcalde, quienes la ejercerán a través de las 
dependencias, direcciones u órganos administrativos que la ley determine y por 
último la administración tributaria de excepción hace referencia a: 
“los casos en que la ley expresamente conceda la gestión tributaria a la 
propia entidad pública acreedora de tributos. En tal evento, la 
administración de esos tributos corresponderá a los órganos del mismo 
sujeto activo que la ley señale; y, a falta de este señalamiento, a las 
autoridades que ordenen o deban ordenar la recaudación.” 
Es decir este último tipo de administración, engloba a las empresas 
públicas que mediante el acto normativo correspondiente se le otorga 
administración tributaria, que comprendería las facultades que le otorgan la ley 
y las que establezcan la ordenanza de su creación. 
Para una mayor precisión el Código Tributario manifiestan de forma 
detallada las facultades de la administración tributaria en sus artículos 67, 68, 
69, 70 y 71 que al tenor literal dicen:   
“Art. 67.- Facultades de la administración tributaria.- Implica el ejercicio 
de las siguientes facultades: de aplicación de la ley; la determinadora de 
la obligación tributaria; la de resolución de los reclamos y recursos de los 
sujetos pasivos; la potestad sancionadora por infracciones de la ley 
tributaria o sus reglamentos y la de recaudación de los tributos. 
Art. 68.- Facultad determinadora.- La determinación de la obligación 
tributaria, es el acto o conjunto de actos reglados realizados por la 
administración activa, tendientes a establecer, en cada caso particular, la 
existencia del hecho generador, el sujeto obligado, la base imponible y la 
cuantía del tributo. 
El ejercicio de esta facultad comprende: la verificación, complementación 
o enmienda de las declaraciones de los contribuyentes o responsables; 
la composición del tributo correspondiente, cuando se advierta la 
existencia de hechos imponibles, y la adopción de las medidas legales 
que se estime convenientes para esa determinación. 
Art. 69.- Facultad resolutiva.- Las autoridades administrativas que la ley 
determine, están obligadas a expedir resolución motivada, en el tiempo 
que corresponda, respecto de toda consulta, petición, reclamo o recurso 
que, en ejercicio de su derecho, presenten los sujetos pasivos de 
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tributos o quienes se consideren afectados por un acto de administración 
tributaria. 
Art. 70.- Facultad sancionadora.- En las resoluciones que expida la 
autoridad administrativa competente, se impondrán las sanciones 
pertinentes, en los casos y en la medida previstos en la ley. 
Art. 71.- Facultad recaudadora.- La recaudación de los tributos se 
efectuará por las autoridades y en la forma o por los sistemas que la ley 
o el reglamento establezcan para cada tributo. 
El cobro de los tributos podrá también efectuarse por agentes de 
retención o percepción que la ley establezca o que, permitida por ella, 
instituya la administración.” 
Aspectos que son tratados a groso modo, pues se alejan del objeto 
principal de la presente investigación. Sin embargo es menester concluir 
indicando si las Empresas Públicas gozan de Potestad Tributaria o poseen 
mera Gestión Tributaria; siendo el abogado Johnnathan Jaramillo (2014), quien 
comenta oportunamente al respecto: 
La calidad que ostentan las Empresas Públicas es la de la Gestión Tributaria 
mas no una Potestad Tributaria como tal; en virtud de que, las Empresas 
Públicas no tienen la facultad para crear, modificar o suprimir tributos, 
atribución misma que pertenece exclusivamente a la Administración Tributaria 
Seccional, en este caso en particular a los Gobiernos Municipales, quienes por 
autoridad otorgada por la Constitución pueden crear, modificar o suprimir tasas 
o contribuciones especiales; si bien es cierto de igual manera, que las 
Empresas Públicas pertenecen a los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
Municipales como es un claro ejemplo la Empresa Pública Municipal de 
Telecomunicaciones, Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Cuenca 
ETAPA EP, la cual pertenece al Gobierno Municipal del cantón Cuenca; 
tampoco es menos cierto que dicha Empresa Pública y todas las demás 
existentes en los diferentes gobiernos municipales, carecen absolutamente de 
la atribución o competencia de crear, modificar o suprimir tasas o 
contribuciones.-Pues al tenor literal del artículo 186 inciso segundo del 
COOTAD “Cuando por decisión del gobierno metropolitano o municipal, la 
prestación de un servicio público exija el cobro de una prestación patrimonial al 
usuario, cualquiera sea el modelo de gestión o el prestador del servicio público, 
esta prestación patrimonial será fijada, modificada o suprimida mediante 
ordenanza.”- que será por parte del Consejo Cantonal como Órgano 
competente, presidido por su Alcalde, y las Empresas Públicas dotadoras de 
servicios públicos realizan únicamente las funciones de determinación y 
recaudación de dichos tributos frente a la ciudadanía de contribuyentes. 
(p.22)(Lo que se encuentra en cursiva me pertenece). 
 
UNIVERSIDAD DECUENCA 
 Facultad de Jurisprudencia 
 
 












CASO DE ANÁLISIS, MODIFICACIÓN DE LA 
TARIFA DE AGUA POTABLE POR PARTE DE LA 




 Facultad de Jurisprudencia 
 
 
Valeria Estefania Loja Pizarro   45 
 
Con toda la información proporcionada en páginas anteriores, es 
menester dilucidar cuál fue el procedimiento que siguió la empresa pública 
ETAPA y el instrumento legal en el que se basó para realizar la modificación de 
la tarifa de agua potable; pues como se detallará a continuación esta decisión 
fue tomada en abril del año 2016, por parte del Directorio de la Empresa 
Pública ETAPA. 
3.1. Ordenanza De Constitución, Organización Y Funcionamiento De La 
Empresa Pública Municipal De  Telecomunicaciones, Agua Potable, 
Alcantarillado Y Saneamiento De Cuenca - ETAPA EP- 
Resulta apropiado iniciar el presente capítulo indicando que ETAPA EP, 
fue creada en 1968, a partir de ese entonces se han dado varias 
modificaciones a su ordenanza de creación, siendo la de fecha 14 de enero de 
2010, del mandato del Alcalde Dr. Paul Granda López; la que se encuentra 
vigente y por tal razón va a ser objeto del presente análisis. Por ello luego de la 
lectura de la misma se realizarán solo ciertas observaciones, que a 
consideración de la autora del presente trabajo de investigación, resultan más 




“Que, la Ley de Régimen Municipal vigente establece la facultad de las 
empresas municipales para fijar las tasas de los servicios públicos que 
presta y las contribuciones especiales de mejoras en función de las 
obras realizadas y de conformidad con la capacidad contributiva de los 
usuarios;” 
Sostengo que es necesario realizar una reforma a la ordenanza, pues es 
evidente que esta, tiene como soporte una Ley que en la actualidad no se 
encuentra vigente, ya que el CÓDIGO ORGÁNICO DE ORGANIZACIÓN 
TERRITORIAL, AUTONOMÍA Y DESCENTRALIZACIÓN (COOTAD), ha 
derogado a la antigua Ley de Régimen Municipal, lo cual significa que la ley 
posterior deja sin efectos a la anterior; en este sentido a pesar de que la Ley de 
Régimen Municipal faculte a las empresas públicas a fijar tasas, al no estar 
vigente ya no es aplicable dicho mandato. 
En cuanto a los demás considerandos; es importante mencionar que los 
mismos reflejan que el Consejo Cantonal de Cuenca, estableció un amplio 
sustento legal para la creación de la empresa, ya que se fundamentan en la 
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Constitución de la Republica vigente, la Ley para la Transformación Económica 
del Ecuador y la Ley Orgánica de Empresas Públicas.  
Atribuciones: 
 Con relación a las atribuciones con las que cuenta ETAPA EP, que se 
encuentran reguladas en el artículo cuatro, es de crucial importancia hacer 
notar que, dentro de las quince atribuciones que establece dicho artículo, en 
ninguna se hace siquiera mención a la facultad de creación, modificación o 
extinción de tributos, mucho menos se indica que la empresa cuente con las 
mismas.  
 Por otro lado si se puede asegurar que la empresa cuenta con 
atribuciones encaminadas a la prestación de servicios de telecomunicaciones, 
agua potable, alcantarillado y saneamiento, tales como la operación, 
mantenimiento, dotación, administración de los mismos, así como actividades 
relacionadas con políticas ambientales, sanciones por incumplimiento, entre 
otras.  
Del Directorio: 
En virtud de que en el caso de estudio, la decisión final la toma el 
Directorio de la empresa pública “ETAPA“; resulta oportuno a mi modo de ver, 
indicar como se encuentra conformado el mismo, siendo el artículo 7 de la 
ordenanza que lo hace de la siguiente manera: 
“Son miembros principales del Directorio: 
a.      Quien ejerce la Alcaldía de Cuenca o su delegada o delegado que 
tendrá la calidad de permanente, y será miembro de la Corporación 
Municipal, quien presidirá el Directorio; 
b.      Una o un funcionario de la I. Municipalidad de Cuenca, 
responsable del área administrativa relacionada con el objeto social de la 
Empresa, designado por la o el Alcalde. 
c.       Una o un concejal, designado por el Concejo Cantonal 
d.   Una o un representante de la ciudadanía, designado según la 
ordenanza correspondiente, en la que se considerará la alternabilidad 
entre el sector urbano y rural, así como la representación equitativa de 
hombres y mujeres. 
e.      Una o un representante de las Cámaras de la Producción del 
Azuay y de las Universidades del Cantón, quienes actuarán de manera 
alternada por períodos de dos años; el representante designado por las 
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instituciones anotadas deberá contar con la ratificación de la o el 
Alcalde.   
Para todos los miembros del Directorio con excepción de quien ejerciere 
la Presidencia, se designará una o un suplente de la misma forma como 
se procede para la elección de las o los principales.” 
La forma en la que se encuentra conformado el directorio de esta 
empresa, es una muestra clara, de que Los Gobiernos Municipales -en este 
caso el de Cuenca- al crear una empresa pública a la que se le delega un 
sector estratégico, no se desentiende del mismo, sino que continua siendo su 
principal rector, pues como se observa es el Alcalde o su delegado quien 
encabeza el Directorio.  
Atribuciones Y Deberes Del Directorio 
El artículo 10, de la ordenanza establece quince atribuciones para el 
Directorio, entre las mismas hay que destacar la siguiente: 
“d) Conocer y aprobar las tasas y tarifas por la prestación de los servicios 
públicos de la Empresa, sobre la base de los estudios técnicos que 
presenten las direcciones respectivas; los que deberán estar ajustados a los 
criterios de solidaridad, accesibilidad, equidad, calidad y focalización de 
subsidios en concordancia con la función social que debe cumplir; así como 
las contribuciones especiales de mejoras, en función de las obras 
realizadas y de conformidad con la capacidad contributiva de los usuarios, 
cuidando que estas sean justas y equitativas;” 
 Me parece que es necesario hablar sobre esta atribución, debido a que 
la misma puede generar confusión, pues establece que el Directorio tiene la 
atribución de “Conocer y aprobar las tasas y tarifas”, al respecto hay que 
aclarar que esto no es lo mismo que la facultad para crear, modificar o extinguir 
tasas; pues el término conocer puede ser entendido como saber, enterarse, 
percatarse; y el término aprobar puede entenderse como admitir, aceptar, 
pasar, autorizar, asentir. Lo cual nos permite comprender que el directorio tiene 
únicamente la facultad de saber o enterarse de las tasas y tarifas y admitir o 
aceptar las mismas; pero dicha facultad es diametralmente distante a una 
potestad tributaria que implica crear, modificar o extinguir tributos. 
3.2. Procedimiento para la modificación de la tarifa de agua potable.   
Es conveniente puntualizar que ha sido complejo obtener la información 
que contenga el procedimiento que siguió la empresa pública ETAPA, pues a 
pesar de realizar búsquedas en el portal de la empresa la misma no cuenta con 
información detallada y suficiente sobre el tema, razón por la cual se acudió a 
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la propia entidad para obtenerla, siendo menester indicar que la misma no 
cuenta con un archivo sistematizado sobre la modificación tarifaria (como mi 
persona creía), sino que más bien manejan un sistema de acopio generalizado 
sobre los diferentes tópicos que maneja la empresa y allí la dificultad. Así 
también indico que gracias al eficiente desempeño laboral del personal del 
Consejo Cantonal de Cuenca, pude recolectar información indispensable para 
el presente análisis. Hago alusión a estos detalles, porque considero que 
existen ciertos documentos a los cuales no he podido acceder a pesar de la 
gestión realizada y hubiera sido factible obtenerla para un análisis más 
minucioso sobre el tema; sin embargo considero que se ha recolectado la 
información más importante y pertinente para un buen análisis de la misma. 
A partir de lo dicho, puedo indicar que la modificación de la tarifa del 
servicio de agua potable; tuvo el siguiente procedimiento: 
1) La empresa pública ETAPA; elabora un proyecto de Ordenanza, 
solicitando al GAD  MUNICIPAL DE CUENCA, se autorice al Directorio 
de la Empresa ETAPA EP la regularización Tarifaria del Servicio de 
Agua Potable y Saneamiento.  
2) Con relación al proyecto de ordenanza, la Comisión de Legislación del 
Consejo Cantonal de Cuenca, en sesión 30 de marzo de 2015, toma una 
posición; y pone a conocimiento de la empresa pública. 
3) A partir de las consideraciones establecidas por la Comisión de 
Legislación, en fecha 30 de abril de 2015, en sesión ordinaria el 
Directorio de la Empresa Pública Municipal ETAPA, aprueba la 
propuesta tarifaria. 
A continuación se realizará un análisis más detallado de cada numeral.   
3.2.1. Proyecto de Ordenanza, para autorizar al Directorio de la Empresa 
ETAPA EP la Regularización Tarifaria del Servicio de Agua Potable y 
Saneamiento. (Ver anexo 1) 
En primer lugar, es propicio mencionar los motivos que tuvo la empresa 
pública ETAPA, para solicitar al GAD Municipal, la aprobación de una 
ordenanza que le autorice la regulación de las tarifas de agua potable.         
 Los mismos se encaminan básicamente a que la empresa ETAPA, se 
encontraba confundida, con relación a si contaba o no con la facultad para 
regularizar las tarifas de agua potable; tal desconcierto surge de la lectura de 
tres cuerpos normativos, que sobre este aspecto se contradicen, la Ordenanza 
de creación de la empresa pública, el COOTAD y La Ley Orgánica de Recursos 
Hídricos, Uso y Aprovechamiento del Agua. A tenor literal el Subgerente 
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Jurídico de ETAPA EP, Dr. José Javier Peña, establece en la exposición de 
motivos, tercer párrafo lo siguiente: 
“La ordenanza de creación de la empresa ETAPA EP de fecha 14 de enero de 
2010, cuyo objetivo “(…) es la prestación de servicios públicos de 
telecomunicaciones, agua potable, alcantarillado, saneamiento ambiental, sus 
servicios complementarios, conexos y afines.(…)”, dispone que entre otras 
atribuciones y deberes, el Directorio tiene la de conocer y aprobar las tasas y 
tarifas por las prestaciones por las prestaciones de los servicios públicos de la 
Empresa, sobre la base de los estudios técnicos que presenten las direcciones 
respectivas. Sin embargo, el artículo 186 del COOTAD publicado en el 
suplemento del Registro Oficial No. 303 del 19 de octubre de 2010, indica que 
los gobiernos municipales y distritos metropolitanos autónomos, podrán crear, 
modificar, exonerar o suprimir mediante ordenanzas, tasa, tarifas y 
contribuciones especiales de mejoras generales o específicas, por el 
establecimiento o ampliación de servicios públicos que son de su 
responsabilidad. La nueva Ley Orgánica de Recursos Hídricos Uso y 
Aprovechamiento del Agua, publicada en el segundo suplemento del Registro 
Oficial No. 305 de 6 de agosto de 2014 en su artículo 135, cuando se refiere a 
los criterios generales de las tarifas de agua, entre otras disposiciones ordena 
que “Las tarifas por prestación de servicios de agua potable, saneamiento, 
riego y drenaje serán fijadas por los prestadores tanto públicos como 
comunitarios respectivamente….”.               
Es evidente que a partir de lo manifestado por el Dr. José Javier Peña, 
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Tabla 1. Interpretación de artículos. 
CUERPO 
NORMATIVO 




CREACIÓN DE LA 
EMPRESA ETAPA 
EP. 
El artículo 10, numeral d); Habla de la atribución que 
tiene el Directorio para conocer y aprobar las tasas. 
Es inadecuado que el Directorio de ETAPA EP, se 
sustente en este precepto para realizar la 
modificación tarifaria del servicio de agua potable por 
dos razones: a) como ya se había dicho en líneas 
anteriores, no es lo mismo ostentar las atribuciones 
de conocer y aprobar que contar con la facultad de 
crear, modificar o suprimir tasas, en definitiva no 
cuentan con potestad tributaria. Sin embargo 
eventualmente puede llevar a confusiones y b) 
Además esta ordenanza fue creada en base a la Ley 













Artículo 186; habla de la potestad tributaria con la 
que cuentan los Gobiernos Municipales; pero la hará 
efectiva siempre y cuando sea mediante ordenanza.  
A partir de este artículo, el Directorio, no cuenta con 
la facultad para modificar la tasa de agua potable. 
Ley Orgánica, 
vigente desde 
el 19 de octubre 
de 2010 
LEY ORGÁNICA DE 
RECURSOS 
HIDRICOS USO Y 
APROVECHAMIEN
TO DEL AGUA 
Artículo 135, prescribe que las tarifas serán fijadas 
por los prestadores del servicio público. 
Según este precepto, ETAPA EP al ser el prestador 
del servicio de agua potable, saneamiento, riego y 
drenaje, será la encargada de fijar las tarifas. Esto 
nos encamina a la necesidad de definir el término 
tarifa, para ello se ha recurrido al Diccionario Jurídico 
Elemental de Cabanellas (2010), como “Lista o 
catalogo de precios, derechos o impuestos que han 
de pagarse por detreminados objetos,mercaderías, 
trabajos o servicios.” En tal sentido parece que este 
sería el principal fundamento para que el Directorio 
de Etapa, pueda regularizar la tarifa de agua potable; 
cabe obeservar empero, que a partir de este articulo 
resulta innecesario una ordenanza que ratifique esta 
atribución.  
Ley Orgánica, 
vigente desde 6 





Artículo 264, numeral 5 y art. 301, prescriben que la 
creación, modificación o supresión de tasas y 
contribuciones especiales, serán mediante 
ordenanza, creada por órgano competente. 
La norma constitucional indica que en el ámbito local 
solo el Consejo Cantonal es el órgano que cuenta 
con potestad tributaria; y la misma se puede ejercer 
solo a través de ordenanza. Según esta “Etapa EP” 
no cuenta con facultad para la modificación tarifaria. 
Norma suprema 
Vigente desde 
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Ahora bien a partir de la explicación realizada, sostengo que es 
necesario ampliar el análisis sobre estas tres normas y esto me ha llevado a 
considerar la existencia de un conflicto de normas; lo que en la doctrina se 
conoce como “antinomias”, “Estas situaciones conflictivas se dan 
generalmente, cuando una norma ordena o permite algo que otra prohíbe. Hay 
un estado de incompatibilidad jurídica (…)” (Machuca, 2015). Y en este caso es 
evidente que la Ley Orgánica de Recursos Hídricos, Uso y Aprovechamiento 
del Agua y la ordenanza de creación de ETAPA EP, ordenan o permiten a la 
empresa pública establecer las tarifas, mientras que el COOTAD en 
concordancia con la Constitución, tácitamente prohíben aquello, porque 
otorgan potestad tributaria al Municipio mas no a la empresa que presta el 
servicio. Por estos motivos es indispensable buscar una solución al conflicto de 
esta antinomia; para lo cual se tomará el criterio jerárquico, vertido en los 
apuntes del Dr. Kaiser Machuca (2015): 
Criterio Jerárquico: “la norma superior prevalece sobre la inferior”, para 
lo cual se debe tomar en consideración el articulo 424 de la Constitución de la 
República; a partir de la misma nuestras normas en conflicto quedarián así:  
 
Figura 1. Jerarquía de normas. 
Desde luego la Ordenanza, queda en la base de la pirámide, por su 
propia naturaleza, por su parte el COOTAD y la Ley de Recursos Hidricos, al 
ser leyes orgánicas las dos ocupan el mismo sitio, sin embargo como se señaló 
la Constitución de la República reconoce en sus articulos 264 numeral quinto y 
301, a los gobiernos municipales la competencia para “crear, modificar o 
suprimir mediante ordenanzas, tasas y contribuciones especiales de mejoras.”; 
entonces considero que deberia de prevalecer este criterio sobre los otros 
cuerpos normativos; ante esto el Directorio no cuenta con la facultad para 
modificar la tarifa de agua potable. Resulta importante señalar que, si la 
Constitución no estableciera un criterio sobre el tema en estudio; que valga 
resaltar es simil a lo establecido en el COOTAD, el conflicto sería entre Este 
último y la Ley de Recursos Hidricos, para lo cual se debería de optar por el 
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criterio cronológico de solución de antinomias, en el cual “la norma posterior 
deroga la anterior y consecuentemente la posterior debe ser aplicada”  
(Machuca, 2015). Si fuere el caso, la conclusión llegaría a ser que, se debe 
aplicar la Ley de Recursos Hidricos al ser posterior al COOTAD; por tanto en 
este caso el Directorio si estaría facultado para la modificación. 
Por otra parte llama la atención sobremanera, que desde el nombre que 
se da a este proyecto como “Ordenanza, para autorizar al Directorio de la 
Empresa ETAPA EP la Regularización Tarifaria del Servicio de Agua 
Potable y Saneamiento.”; da de que hablar, pues al pedir la empresa pública 
al Consejo Cantonal le autorice la regulación tarifaria; resulta incorrecto hacer 
dicho requerimiento, pues la norma Constitucional en su artículo 264 y el 
COOTAD en su artículo 55, establecen claramente que la creación, 
modificación o supresión de tasas y contribuciones especiales  se debe hacer 
mediante ordenanza, la cual incluso por lógica deben ser expedidas por el 
órgano competente, que en este caso debe ser el Consejo Cantonal de 
Cuenca, mas no el Directorio, pues este no cuenta con esta potestad tributaria 
para modificar el tributo-tasa de agua  potable y tampoco ostenta la facultad de 
expedir ordenanzas. Partiendo de tal marco, así el Consejo Cantonal le hubiese 
autorizado dicha regulación, a mi parecer la misma no sería válida, porque la 
ordenanza en el ámbito local resultar ser un requisito sine qua non, se puede 
realizar cambios tributarios.          
Para finalizar el primer paso que se siguió en esta modificación tarifaria, 
debo indicar que en cuanto a la ordenanza propiamente dicha, no presenta 
datos novedosos ni requiere profundizar en la misma, pues cuenta con apenas 
siete artículos, encaminados básicamente a permitir que el Directorio de la 
empresa pública ETAPA, pueda regularizar la tarifa de agua potable. 
3.2.2. Criterio de la Comisión Legislativa del Consejo Cantonal de Cuenca. 
(Ver anexo 2) 
El proyecto de ordenanza en estudio, luego de pasar los respectivos 
filtros dentro de la empresa pública, es remitida por el ingeniero Iván Palacios 
gerente de la misma y se pone en consideración del Consejo Cantonal; dentro 
del cual se establece un criterio o una posición sobre la misma. De la cual hay 
que destacar los siguientes aspectos: 
1) Hace una breve referencia a la tan mencionada atribución de 
“conocer y aprobar las tasas y tarifas”, que le otorga la Ordenanza de 
creación.    
2) Menciona que de acuerdo al artículo 1 de la ordenanza y el 4 de la 
Ley Orgánica de Empresas Públicas, la existencia de “autonomía 
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para cuestiones administrativas, financieras, económicas, 
presupuestarias y de gestión. Esto significa que una vez derivada la 
competencia en la empresa pública es de exclusiva gestión de ella y 
nada tiene que hacer en temas de gestión y demás, el municipio de 
Cuenca o el Consejo Cantonal. La competencia fue transferida y no -
como erróneamente se establece en la exposición de motivos y 
considerandos de la propuesta- delegada”. Ante lo señalado hay que 
resaltar, que según la conclusión de la Comisión, ETAPA EP cuenta 
con autonomía, lo cual implica que al ser trasferida la competencia 
sobre la prestación de servicio de agua potable, nada tiene que ver el 
Municipio de Cuenca, hace hincapié en que el mismo lo que ha 
hecho es, la transferencia y no la delegación de la prestación del 
servicio de agua potable.  
3) Insiste una vez más sobre la trasferencia hecha a ETAPA, en su acto 
normativo de creación, precisando que “Así ETAPA EP, tiene plena y 
válida competencia para fijar tarifas y no se requiere la ratificación en 
una competencia que no fue delegada, sino transferida” 
4) Sostiene que la Ley Orgánica de Recursos Hídricos lo que hace es 
“ratificar la competencia de ETAPA EP como prestador del servicio 
de agua potable y saneamiento, para fijar la tarifa.” Por lo que no es 
necesario que el Municipio de Cuenca ratifique la señalada 
competencia.   
5) Precisa la necesidad de que ETAPA EP, “debe tener los estudios 
socio económicos de impacto previos para la fijación de la tarifa. 
6) Finalmente indica que, lo que solicita ETAPA EP, es una 
responsabilidad jurídica que no le corresponde al Consejo Municipal, 
pues el Gad Cantonal no puede autorizar tal competencia. 
Al respecto, sostengo que el Consejo Cantonal, cae en un error al no 
hacer un análisis más minucioso sobre el tema, de hecho su conclusión puede 
ser la correcta, pero la reducida motivación que hacen al respecto, permite que 
se tengan consideraciones como ya expuse en líneas anteriores, esto es que 
pesar de lo que prescriban la Ordenanza de creación de ETAPA EP, el 
COOTAD y la  Ley Orgánica de Recursos Hídricos, la norma suprema 
CONSTITUCIÓN, trata sobre el tema, y no posibilita al prestador del servicio 
público a modificar la tasa; porque sin duda el servicio de agua potable es una 
tributo, cuya clase es la tasa y aunque el mismo cuente con un precio o tarifa, 
su modificación implica un cambio en el tributo tasa. 
 
UNIVERSIDAD DECUENCA 
 Facultad de Jurisprudencia 
 
 
Valeria Estefania Loja Pizarro   54 
 
3.2.3. Acta No. 04-2015, Sesión Ordinaria de Directorio de la Empresa 
Pública Municipal de Telecomunicaciones, Agua Potable, Alcantarillado y 
Saneamiento de Cuenca, ETAPA EP. Del 30 de abril de 2015. (Ver anexo 3) 
En este punto se da la aprobación de la Propuesta Tarifaria para el 
Servicio de Agua Potable y Saneamiento, pues se pone en conocimiento de los 
miembros del Directorio, el oficio suscrito por el Dr. Iván Granda, Concejal 
Presidente de la Comisión de Legislación, en el que constan las 
consideraciones que se hacen sobre la propuesta de ordenanza. 
 Hay que indicar que en esta sesión se trata la aprobación de la 
propuesta tarifaria, pero también se extiende al alcance de la misma, que 
implican aspectos relativos a campañas de socialización, técnicos, económicos, 
ejemplos y explicaciones sobre el alza de la tarifa, concientización del uso del 
agua y beneficios para personas y grupos de atención prioritaria. 
 De cualquier manera sin entrar en detalles que se alejan del tema de la 
presente investigación, el Directorio de la de la Empresa Pública Municipal de 
Telecomunicaciones, Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Cuenca, 
sostiene que está facultado bajo el andamiaje jurídico expuesto por el Consejo 
Cantonal para aprobar la propuesta tarifaria y así lo hace, al estar de acuerdo 
los miembros del mismo. 
Ante la posición que toma el Directorio, no tengo ningún reparo, pues 
ellos pusieron en consideración del organismo legislativo correspondiente su 
duda, sobre organismo competente para la regulación tarifaria y fue el Consejo 
Municipal el que bajo su análisis sostuvo, que es la empresa pública la que 
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 Los tributos se clasifican en impuestos, tasas y contribuciones 
especiales. El cobro por el servicio de agua potable es una tasa, pues la 
empresa presta el servicio y a cambio el usuario paga En el caso de 
Cuenca, es la empresa pública ETAPA EP, la encargada de esta 
actividad. 
 Ecuador a pesar de ser un estado unitario, permite que el gobierno 
central transfiera ciertas competencias a los gobiernos locales, sin que 
esto signifique atentar contra su naturaleza, más bien implica una nueva 
forma de organización territorial; a esto se le denomina como 
descentralización. 
 Esta transferencia de competencias o descentralización, implica que 
necesariamente una transferencia de recursos económicos, es decir el 
gobierno local o municipal requiere de autonomía financiera para cumplir 
con las competencias encomendadas. 
 Los gobiernos municipales como manifestación de su autonomía 
financiera, cuentan con la facultad de crear sus propios recursos 
financieros, los mismos pueden provenir de los ingresos que se den en 
su gestión, estos a su vez provienen de entre otras cosas de las tasas. 
 Potestad tributaria es en definitiva la facultad que tiene el estado para 
crear, modificar o extinguir tributos; entiéndase estado, no solo al central 
sino también a los Gobiernos Autónomos Descentralizados. 
 Los Gobiernos Autónomos Descentralizados, cuentan con potestad 
tributaria delegado o derivada. 
  EL principio de reserva de ley, constituye un límite para la potestad 
tributaria, pues se refiere a que solo por ley o su equivalente en el 
ámbito local, ordenanza se pueden crear, modificar o suprimir tributos. 
Es decir no solo se necesita ostentar la potestad tributaria, sino también 
para que los actos sean válidos los actos del órgano competente, se 
debe realizar por medio del cuerpo normativo correspondiente, ya sea 
ley u ordenanza. 
 Las empresas públicas son personas jurídicas de derecho público, con 
patrimonio propio, dotadas de autonomía presupuestaria, financiera, 
económica, administrativa y de gestión. Que generalmente tienen a su 
cargo la gestión de sectores estratégicos, la prestación de servicios 
públicos, el aprovechamiento sustentable de recursos naturales o de 
bienes públicos y el desarrollo de otras actividades económicas. Cuyo 
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 Las empresas públicas pueden ser creadas por La Función Ejecutiva, 
mediante decreto; los Gobiernos Autónomos Descentralizados, mediante 
ordenanza, por las asociaciones entre la Función Ejecutiva y los GAD, 
mediante escritura pública, y por último las pertenecientes a 
universidades públicas constituidas por resolución adoptada por el 
máximo organismo universitario competente.  
 Las empresas públicas cuentan con un procedimiento determinado para 
su creación. 
 La calidad que ostentan las Empresas Públicas es la de la Gestión 
Tributaria mas no una Potestad Tributaria, en virtud de que, las 
Empresas Públicas no poseen la facultad para crear, modificar o 
suprimir tributos. 
 La gestión tributaria es parte de la Administración Tributaria, por eso en 
el caso de estudio, la empresa pública ETAPA al ejercer administración 
tributaria sobre la tasa de agua potable, solo puede gestionar el tributo, 
es decir cobrar por el servicio que presta, resolver reclamaciones sobre 
el mismo, establecer sanciones, etc. Pero esto de  ninguna manera es 
potestad tributaria.  
 El procedimiento para la modificación de la tarifa de agua potable fue:  1) 
La empresa pública ETAPA; elabora un proyecto de Ordenanza, 
solicitando al GAD  Municipal de Cuenca, se autorice al Directorio de la 
Empresa ETAPA EP la regularización Tarifaria del Servicio de Agua 
Potable y Saneamiento. 2) Al respecto, la Comisión de Legislación del 
Consejo Cantonal de Cuenca, en sesión 30 de marzo de 2015, toma una 
posición; y pone a conocimiento de la empresa pública.3) A partir de las 
consideraciones establecidas por la Comisión de Legislación, en fecha 
30 de abril de 2015, en sesión ordinaria el Directorio de la Empresa 
Pública Municipal ETAPA, aprueba la propuesta tarifaria. 
 En definitiva la modificación de la tarifa de agua potable dentro de la 
ciudad de Cuenca, se lleva a cabo por parte del Directorio de la 
Empresa Pública ETAPA, cuyo andamiaje jurídico de soporte fueron las 
consideraciones de la Comisión Legislativa del Consejo Cantonal; en las 
cuales habilitan al ente público, para que realice la modificación; estos 
tuvieron como fundamento legal, básicamente la Ley de Recursos 
Hídricos y la Ordenanza de Creación de ETAPA EP. Cabe mencionar 
que el Consejo Cantonal no estaba, ni está facultado jurídicamente para 
conceder tal atribución al Directorio de Etapa, cuando 
constitucionalmente la norma es absolutamente restrictiva al respecto, 
por lo tanto el ente público no estuvo habilitado para la modificación 
tarifaria.   
 Finalmente concluyo que la Empresa Pública ETAPA EP, ha sido 
legalmente constituida por el Gobierno Municipal de Cuenca, para 
prestar un servicio público, concretamente la dotación, operación, 
mantenimiento, administración, control y funcionamiento de entre otros 
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el servicio de agua potable, alcantarillado y saneamiento. Por su parte el 
agua potable constituye un sector estratégico del estado, al que todos 
tienen derecho, pero por beneficiarse del mismo, a cambio hay que 
pagar un precio, esta condición le encaja en el tipo de tributo 
denominado tasa. Al ser entonces una tasa, su modificación deberá 
seguir los lineamientos legales pero sobre todo constitucionales; en este 
sentido como se abordado a lo largo de este trabajo de investigación, 
nuestra Constitución o Carta magna en sus artículos 264 numeral quinto 
y 301, contemplan que dicha modificación se deberá realizar mediante 
ordenanza; lo cual lógicamente implica que sea expedida por el órgano 
competente; esto es lo que se denomina como potestad tributaria, que 
en el presente caso la ostentaría el Consejo Cantonal de Cuenca. Por 
todo lo dicho el acto de modificación de la tarifa de agua potable, dentro 
de nuestra ciudad en el mes de abril del 2015, al ser realizada por el 
Directorio de Etapa EP, el cual no cuenta con potestad tributaria sino 
con gestión tributaria esto es la facultad de administrar la prestación del 
servicio público, ha caído en una asombrosa omisión de la norma 
constitucional y del principio de reserva legal, en el que nuestro 
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